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6.1  Introducción

En el presente capítulo se examinan los cambios más im­
portantes ocurridos en el régimen jurídico de la biodiver­
sidad en México en los últimos 10 años. Históricamente, 
el aprovechamiento de los recursos naturales estuvo re­
gulado desde una perspectiva sectorial y con un enfoque 
extractivo, por ordenamientos como la Ley de Pesca, la 
Ley Forestal y la Ley Federal de Caza. Desde 1987 esa ten­
dencia comenzó a cambiar con La Ley General del Equi­
librio Ecológico y la Protección al Ambiente (lgeepa) 
(Segob 2008b), que introdujo nuevas orientaciones de 
carácter general y que, desde sus reformas en 1996, per­
mite el aprovechamiento de la flora y la fauna silvestres 
siempre y cuando se garantice la sustentabilidad de las 
poblaciones mediante tasas de extracción menores a las 
tasas de renovación de las mismas.

Asimismo, el marco jurídico sobre biodiversidad se ha 
ampliado con la Ley General de Vida Silvestre (lgvs) 
(Segob 2007b), la Ley General de Desarrollo Forestal Sus­
tentable (lgdfs) (Segob 2005b), la Ley de Desarrollo 
Rural Sustentable (Segob 2007a) y la Ley de Bioseguridad 
de Organismos Genéticamente Modificados (lbogm) 
(Segob 2005a). Esa ampliación del marco normativo tam­
bién se ha dado en reglamentos y normas. Se publicaron 
reglamentos en materia de impacto ambiental, de áreas 
naturales protegidas y de vida silvestre, y se han expedido 
y modificado múltiples normas oficiales mexicanas, e in­

cluso normas voluntarias que regulan el manejo de los 
recursos naturales. Cabe señalar que las normas oficiales 
mexicanas se elaboran con la participación y el consenso 
de los actores involucrados, por lo que pueden contribuir 
en la legitimación de la normatividad ambiental.

Antes de entrar en materia, es preciso aclarar dos cues­
tiones respecto al alcance y la orientación del presente 
capítulo. En primer lugar, una evaluación completa del 
régimen jurídico de la biodiversidad tendría que abordar 
el efecto que las normas jurídicas han tenido en las prác­
ticas sociales que afectan la biodiversidad. Esto es, debe­
ríamos estar en condiciones de saber si la actividad nor­
mativa ha contribuido o no a reducir las tendencias de 
deterioro de la biodiversidad y de los ecosistemas en ge­
neral. Sin embargo, lo cierto es que no se dispone de la 
información básica indispensable para emprender un ejer­
cicio de esa naturaleza, lo que debe destacarse como una 
de las debilidades más importantes de la gestión pública 
en este tema. En todo caso, esa es la razón por la cual el 
análisis que sigue no puede aportar elementos significa­
tivos sobre el cumplimiento de las normas y sus conse­
cuencias en la biodiversidad. Al final del capítulo volve­
remos sobre esta cuestión.

En segundo lugar, este trabajo intenta destacar los as­
pectos procedimentales del régimen de la biodiversidad, 
lo que amerita una explicación. Los análisis convencio­
nales de áreas específicas del derecho público suelen te­
ner una pretensión sistemática, es decir, tratan de cubrir 

En este capítulo se analizan los cambios más importantes del 
régimen jurídico de la biodiversidad en México entre 1995 y 

2005. En el plano de la producción legislativa destaca el desarrollo 
de normativas emergentes relativas a la vida silvestre y a los 
organismos genéticamente modificados, desarrollo que contrasta 
con algunos temas en los que ha habido una acción legislativa 
mucho menor, como es el caso del medio marino. Más allá de 
ese contraste, y a pesar de la creciente promulgación de normas 
generales (en leyes, reglamentos o normas oficiales), se insiste en 
que casi todas las normas sustantivas para la regulación del 
aprovechamiento de la biodiversidad se encuentran dispersas en 
un universo de normas individualizadas (licencias, permisos, 
concesiones, entre otros actos administrativos). Por ello se insiste 

en el carácter procedimental de la legislación. Es decir, se sostiene 
que, como ocurre en otros países, lo crucial en ella no son los 
contenidos sino los procedimientos mediante los cuales se 
adoptan las normas en el mundo de la administración pública. 
Finalmente, en este capítulo se insiste en la necesidad de conocer 
mejor tanto los orígenes como las consecuencias sociales de la 
normativa sobre biodiversidad. Así, por un lado sostiene que es 
preciso poner atención en las nuevas condiciones de la 
producción legislativa, derivadas del pluralismo político que 
caracteriza al periodo, y por otro señala la falta de información y 
de proyectos de investigación que permitan saber cuáles han 
sido los efectos de las normas jurídicas sobre el uso y el 
aprovechamiento de la biodiversidad.

Resumen 
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en su integridad un territorio determinado del orden ju­
rídico, lo que en este caso no sólo es imposible en virtud 
de las restricciones de espacio de una obra como esta, 
sino que tampoco es aconsejable en la medida en que se 
perdería de vista uno de los rasgos más relevantes del de­
recho público en las sociedades contemporáneas: su pro­
cedimentalización. Como lo ha demostrado el análisis, 
interdisciplinario por excelencia, del fenómeno del dere­
cho (esto es, la sociología jurídica) la procedimentaliza­
ción del derecho ha sido la respuesta prácticamente uni­
versal a la creciente complejidad de los problemas que las 
sociedades contemporáneas tienen que enfrentar.1 Sin 
que se pretenda ofrecer aquí una explicación teórica del 
asunto, baste señalar que, desde las primeras décadas del 
siglo xx, los estados contemporáneos comenzaron a ex­
perimentar grandes dificultades para responder a las de­
mandas sociales por medio de normas estables y genera­
les. Como se sabe, en el siglo xviii la primera Ilustración 
había difundido la expectativa de responder a los proble­
mas sociales mediante leyes que contuviesen reglas ge­
nerales y permanentes en las que se combinaría de ma­
nera virtuosa la razón con la voluntad general. La cuestión 
ambiental es uno de los mejores ejemplos de que dicha 
expectativa no se ha podido cumplir, como lo pretendió 
la primera Ilustración.

6.2  Las normas sustantivas del derecho 
ambiental

Las normas sustantivas del derecho ambiental,  
es decir, las que indican qué hacer para proteger  
la biodiversidad, no se encuentran codificadas  
en las leyes; más bien, casi todas están dispersas  
en un enorme universo de normas individualizadas 
(permisos, concesiones) o de normas generales  
que cambian constantemente (normas oficiales, 
reglamentos).

Dada la complejidad de las sociedades contemporáneas, 
la pregunta de qué hacer para proteger mejor la biodiver­
sidad no se puede responder con un catálogo coherente 
y estable de normas de carácter general. Los procesos so­
ciales mediante los cuales se llevan al mundo del derecho 
las expectativas sociales para regular los usos de la biodi­
versidad están tan marcados por contingencias de todo 

género, que es imposible pensar en un corpus sistemáti­
co que en forma paulatina se vaya llenando de contenido, 
como un edificio que se construye a partir de un diseño 
único. El carácter complejo e impredecible de la sociedad 
contemporánea se expresa en esta materia mediante un 
rasgo evidente: las reglas jurídicas que indican en forma 
taxativa qué hacer, es decir, las normas sustantivas del 
derecho ambiental, como ya se mencionó, no se encuen­
tran codificadas en los ordenamientos generales expedi­
dos por el poder legislativo (las leyes). Así, la importancia 
de la legislación (es decir, de las normas que expide el 
Poder Legislativo) no radica en la posibilidad de reunir 
contenidos sustantivos, sino en que es gracias a ella como 
se regulan los procedimientos que deben observarse para 
crear las reglas sustantivas. Esto no significa que los con­
tenidos sustantivos sean irrelevantes, todo lo contrario. 
Ante la imposibilidad de tener una perspectiva de con­
junto capaz de incluir todo lo que es relevante, de lo que 
se trata es de dirigir la mirada al lugar donde se producen 
esos contenidos, que no es otro que el de los procedi­
mientos jurídicos.

Para ejemplificar lo anterior basta con pensar en la 
evaluación de impacto ambiental, que es una de las for­
mas de regulación más importantes de la gestión am­
biental hoy día. Las normas sustantivas del orden jurídi­
co mexicano que señalan lo que está permitido y lo que 
está prohibido en los lugares donde se está modificando 
el paisaje, no están en la ley, sino en las más de 1 000 auto­
rizaciones que se expiden cada año en nuestro país. Como 
no es posible hacer una descripción de todo ese universo 
normativo, lo que pretendemos hacer en las páginas que 
siguen es examinar la calidad de los procedimientos que 
dan lugar a dichas autorizaciones. Ya que es a través de 
ellos, y no en las leyes, como de una manera dispersa y casi 
siempre impredecible se responde jurídicamente a la pre­
gunta (sustantiva) de qué hacer para lograr un uso sus­
tentable de la biodiversidad. La discrecionalidad admi­
nistrativa es el contexto en el que se producen las normas 
sustantivas y por ello es fundamental comprender las con­
diciones jurídicas de dicha discrecionalidad.

Así, en las primeras páginas del presente capítulo nos 
referimos a las piezas legislativas más importantes de los 
últimos 10 años, poniendo énfasis en los procesos que les 
dieron lugar, esto es, en las condiciones de la vida parla­
mentaria, que tanto han cambiado en los últimos años, 
para después analizar con más detalle algunos procedi­
mientos que establecen las leyes para la regulación del 
uso de la biodiversidad y la protección de los ecosiste­
mas, así como para la aplicación forzosa de la normativa.

1 Entre otros, véase Habermas (1991, 1998), Luhmann (2001) y 
Teubner (1992, 2000).
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6.3  Los procesos legislativos

Las condiciones políticas de gobierno dividido que 
prevalecen actualmente en el Poder Legislativo han 
hecho que los procesos legislativos sean imprevisibles, 
pero, además, que exista el riesgo de que los aspectos 
técnicos de la legislación sean sacrificados por la lógica 
estrictamente política de la interacción de los legislado-
res. Es necesario consolidar equipos de asesores especia-
listas en materia ambiental, para lograr una mayor 
eficacia en la aplicación de los instrumentos legales. 

En los últimos 10 años en México se ha dado una notable 
actividad legislativa respecto del uso de la biodiversidad 
y la protección de los ecosistemas. Al respecto, es impor­
tante comenzar por reconocer los cambios en las condi­
ciones bajo las cuales se producen las leyes en nuestro 
país. En 1995 dichas condiciones eran casi idénticas a las 
que prevalecieron durante casi siete décadas, mientras 
duró el régimen de “partido casi único”. Como se sabe, el 
gran actor del proceso legislativo era el titular del Poder 
Ejecutivo y eso obviamente imprimía un sello a la forma 
de elaborar las leyes. Para 1997, como parte de la transi­
ción política que ha vivido el Estado mexicano, la situa­
ción era completamente distinta. Ciertamente las con­
diciones actuales de “gobierno dividido”, es decir, donde 
el Poder Legislativo no está en manos de las mismas fuer­
zas políticas que el Ejecutivo, han hecho del proceso le­
gislativo un campo altamente imprevisible. Sin embargo, 
conviene hacer algunas precisiones.

Es verdad que hace 12 años, cuando se discutía una am­
biciosa reforma a la pieza central del derecho ambiental 
mexicano, la lgeepa, tanto la mayoría de los legisladores 
como el presidente de la República pertenecían al mismo 
partido. Así, el titular del Poder Ejecutivo podía haber re­
currido a esa mayoría para impulsar los proyectos de le­
gislación ambiental elaborados por sus colaboradores, 
pero lo cierto es que ese recurso ya solo se utilizaba para 
asuntos que se consideraban de extrema urgencia. Lo que 
ya para entonces en la vida pública del país era conocido 
despectivamente como el “mayoriteo”, había perdido la 
legitimidad que suele tener en cualquier democracia. Esa 
fue una de las razones por las que, como se verá, las re­
formas de 1996 a la lgeepa fueron objeto de una consul­
ta y una negociación cuyo propósito era obtener el apoyo 
de todos los partidos políticos representados en el Con­
greso de la Unión (Profepa 2000; Azuela 2006).

Las condiciones de la vida parlamentaria cambiaron en 
muy pocos años. En las elecciones del año 2000 resultó 

electo un candidato cuyo partido no obtuvo la mayoría en 
el Poder Legislativo; por ello carecía de la influencia que 
durante décadas tuvieron sus predecesores sobre el pro­
ceso legislativo. Además, se ha producido una prolifera­
ción de iniciativas provenientes de todos los partidos. Al 
menos en principio, cualquier iniciativa presentada por 
un senador o diputado puede llegar a convertirse en ley. 
Eso no solamente ha hecho que el proceso legislativo se 
vuelva altamente impredecible (ni siquiera las platafor­
mas de los partidos pueden considerarse indicativas de la 
orientación que puede tomar la legislación), sino que ade­
más se vive el riesgo de que los aspectos técnicos de la 
legislación sean sacrificados por la lógica estrictamente 
política de la interacción de los legisladores. Desde luego, 
esto no significa que deberíamos volver a la situación an­
terior, sino que mientras en las cámaras legislativas no se 
consoliden los equipos de asesores especialistas en ma­
teria ambiental, es posible que los procesos legislativos 
arrojen leyes con problemas técnicos que, finalmente, re­
dundarán en una mayor ineficacia de las normas, o bien 
en su anulación por el Poder Judicial.

6.4  Reforma de 1996 a la Ley General  
del Equilibrio Ecológico y la Protección 
al Ambiente (lgeepa)

En la reforma de 1996 a la Ley General del Equilibrio 
Ecológico y la Protección al Ambiente se observa 
con claridad la importancia creciente de los 
procedimientos respecto de los contenidos.

Tal reforma fue el resultado de un proceso de consulta que 
duró casi 18 meses, en la que participaron ciudadanos y 
organizaciones de los más diversos sectores y que con­
cluyó con la aprobación unánime de un nuevo texto para 
tres cuartas partes de sus artículos. Lo más relevante de 
ese proceso fue el hecho de que los grandes debates no se 
dieron entre los partidos presentes en las cámaras legis­
lativas, sino entre el gobierno federal y las organizaciones 
ambientalistas. Los legisladores esperaron hasta que se 
hubiera obtenido el consenso de las organizaciones no 
gubernamentales (ong) para después votar de manera 
unánime, fenómeno poco común en cualquier régimen 
democrático pero quizá explicable dada la gran división, 
entre los políticos y la sociedad civil, que marcó la cultu­
ra política del México de fines de siglo (Escalante 2004).

Por el lado de las normas de carácter sustantivo, la par­
ticipación social en la reforma se expresó de manera parti­
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cularmente intensa en dos temas: las definiciones y los 
principios. En cuanto a las primeras, se observó una pre­
ocupación por plasmar en el texto de la ley una visión del 
mundo, incluso a costa de una reflexión sobre las conse­
cuencias estrictamente jurídicas de lo que se estaba in­
cluyendo en el texto. Así, se incorporaron definiciones de 
cuestiones que habían adquirido relevancia en la agenda 
ambiental a principios de los noventa, como los concep­
tos de  biodiversidad, biotecnología y desarrollo susten­
table. Por lo que hace a los principios, se incorporó el de 
“quien contamina paga” y si no se pudieron incorporar 
más fue porque, desde 1988, la lgeepa ya había incluido 
todos los principios en boga en el plano internacional.

También se incluyeron algunas novedades en el capí­
tulo relativo a las áreas naturales protegidas, como una 
nueva clasificación de las diferentes categorías que estas 
pueden adoptar y la supresión de permisos forestales en 
parques nacionales. Se introdujo un nuevo capítulo en ma­
teria de restauración de ecosistemas degradados, así como 
una serie de innovaciones en lo relativo a vida silvestre, 
que fueron ampliadas en el año 2000 por una nueva ley, 
como se verá más adelante. Asimismo, se incorporaron 
las disposiciones fundamentales del Convenio sobre la 
Diversidad Biológica, en particular en lo que se refiere al 
desarrollo de biotecnología.

Ahora bien, no es que las anteriores reformas carecie­
ran de toda relevancia, sino que las modificaciones más 
importantes, tanto por la intensidad del debate que susci­
taron como por sus consecuencias prácticas, fueron las 
que se refieren a lo que técnicamente se denomina “nor­
mas que confieren poder” (Atienza y Ruiz Manero 1996), 
entre las que sobresalen las que distribuyen competencias 
entre órdenes de gobierno, las que crean espacios de par­
ticipación social y las que conforman delitos ambientales.

En lo que se refiere a la distribución de competencias, 
la descentralización atrajo un debate importante cuyos re­
sultados más notables fueron dos: por una parte, en ma­
teria de evaluación de impacto ambiental las ong logra­
ron impedir una transferencia sustantiva de atribuciones 
a los estados y, por otra, una de las atribuciones cruciales 
de la gestión ambiental, la de expedir los ordenamientos 
ecológicos del territorio, se otorgó de manera directa a los 
municipios, creando un conflicto potencial con las leyes 
estatales que pudiesen otorgar dicha función a sus respec­
tivos gobiernos.

La creación o ampliación de nuevos espacios para la 
participación social fue quizá el aspecto más importante 
de la reforma. Se crearon procedimientos de consulta pú­
blica para casi todos los procedimientos de la ley, se esta­

bleció el derecho a la información ambiental y se introdu­
jo un dispositivo que abre la posibilidad de reconocer los 
intereses difusos de una comunidad, con el fin de lograr 
el acceso al juicio de amparo en materia ambiental (artí­
culo 180). Es preciso hacer notar que, si bien este último 
fue el logro más importante de las ong en esta reforma, 
se ha utilizado muy poco. Finalmente, se incrementó la 
lista de actos considerados delitos ambientales y se au­
mentaron las penas para varios de ellos.

Las anteriores son algunas de las novedades que trajo 
consigo la reforma a la lgeepa, que si bien abrió nuevos 
cauces, también adoleció de limitaciones que es preciso 
hacer notar. Por citar solo una de ellas, precisamente por 
la desatención a los aspectos procedimentales, la parti­
cipación social en relación con la denuncia popular que­
dó sumamente limitada, ya que los denunciantes no son 
reconocidos como parte en el proceso, lo cual genera el 
riesgo de que las actividades de inspección y vigilancia se 
burocraticen.

6.5  Regulación de la vida silvestre  
en la legislación ambiental

Uno de los aspectos de la legislación ambiental 
mexicana que mayores transformaciones  
ha experimentado en los últimos 10 años  
es el relativo a la regulación de la vida silvestre.

Hacia 1995, los principales ordenamientos que regula­
ban el uso de la vida silvestre eran la Ley Federal de Caza 
(publicada en el dof el 5 de enero de 1952) y sus respec­
tivos calendarios, es decir, los cinegéticos y los relativos a 
la captura de aves canoras y de ornato; las leyes federales 
de Santidad Animal y Vegetal, la Norma Oficial Mexica­
na NOM-059-ECOL-1994 (publicada en el dof el 16 de 
mayo de 1994), que determina las especies, subespecies 
de flora y fauna silvestres terrestres y acuáticas en peligro 
de extinción y que establece especificaciones para su pro­
tección, las leyes de Pesca y Forestal y algunas disposicio­
nes incluidas en la lgeepa.

Asimismo destacan ordenamientos internacionales sus­
critos por México, como la Convención para la Protec­
ción de la Flora, Fauna y Bellezas Escénicas Naturales de 
los Países de América, la Convención Relativa a los Hume­
dales de Importancia Internacional, la Convención para 
la Protección del Patrimonio Mundial, Cultural y Natu­
ral, la Convención sobre el Comercio Internacional de las 
Especies Amenazadas de Fauna y Flora Silvestres, el Con­
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venio Internacional de Protección Fitosanitaria y, por su­
puesto, el Convenio sobre la Diversidad Biológica.

Esa normativa era incompleta, insuficiente y desarticu­
lada, pero sobre todo no incluía criterios adecuados para 
la conservación y el aprovechamiento sustentable de las 
especies y ejemplares de la entonces denominada flora y 
fauna silvestres. Destacan en ese último caso las legisla­
ciones forestal y pesquera, que se orientan más al desa­
rrollo de los sectores industriales correspondientes que 
al de su conservación y aprovechamiento sustentable.

Por ello, a mediados de los años noventa se hicieron 
modificaciones al marco jurídico e institucional, a fin de 
modernizar la normatividad relativa al manejo de la vida 
silvestre y que están directamente vinculadas a la creación, 
a finales de 1994, de la Secretaría de Medio Ambiente, Re­
cursos Naturales y Pesca (Semarnap), desde donde se em­
prende una serie de ajustes a los principales ordenamien­
tos jurídicos que, en términos generales, buscan fortalecer 
la gestión ambiental en diversos temas, incluyendo, por 
supuesto, la protección de la vida silvestre.

Como parte de la reforma de 1996 a la lgeepa se in­
cluyó, en su Título Segundo (referido a la biodiversidad), 
un capítulo relativo a la flora y fauna silvestres. De dichas 
reformas vale la pena hacer notar la definición misma de 
biodiversidad, que servirá para integrar la regulación de 
diversos componentes, como las áreas naturales protegi­
das y la flora y fauna silvestres. De acuerdo con el artícu­
lo 3º, fracción IV de la lgeepa, la biodiversidad se define 
como “la variabilidad de organismos vivos de cualquier 
fuente, incluidos, entre otros, los ecosistemas terrestres, 
marinos y otros ecosistemas acuáticos y los complejos 
ecológicos de los que forman parte; comprende la diver­
sidad dentro de cada especie, entre las especies y los eco­
sistemas”. A esta noción se le deben asociar definiciones 
que se incluyen en el propio ordenamiento, como la de flo­
ra y fauna silvestres (cuya definición es mucho más amplia 
que la existente hasta ese año), ecosistema, material ge­
nético, recurso genético y recursos biológicos, entre otros. 
De ese modo se sentaban las bases para una regulación 
de la vida silvestre en la perspectiva de su preservación y 
aprovechamiento sustentable, así como de la protección 
de su hábitat. En ese marco destacan los criterios obliga­
torios para considerar actos que incidan sobre la flora y la 
fauna silvestres, la regulación de las vedas, el aprovecha­
miento de especies en actividades económicas, la prospec­
ción biotecnológica y la recolecta científica, entre otras.

Sin embargo, la reforma a la lgeepa no era suficiente 
para contar con un marco jurídico completo e integral en 
materia de vida silvestre, razón por la cual entre los años 

1998 y 2000 se emprendió una revisión de la normativi­
dad, así como la formulación de propuestas de ordena­
mientos o disposiciones jurídicas mediante las cuales se 
cubrieran las insuficiencias normativas que existían en­
tonces. Al igual que en el caso de la lgeepa y de la Ley 
Forestal, la modificación de la legislación sobre vida sil­
vestre fue resultado de un proceso en el que participaron 
autoridades, órganos legislativos, así como especialistas, 
representantes de organizaciones sociales, organismos pri­
vados, instituciones de educación e investigación, y perso­
nas interesadas en el conjunto de actividades que impli­
can el manejo de la vida silvestre.

El proceso que culminaría en el mes de abril del año 
2000, con la aprobación por parte del Congreso de la 
Unión de la vigente lgvs, se inició en 1998 cuando se le 
encomendó a Raúl Brañes, entonces asesor de la Semar­
nap, el estudio correspondiente. Posteriormente, el 4 de 
mayo de 1999 se acordó entre dicha Secretaría y repre­
sentantes de las comisiones respectivas de las cámaras de 
Senadores y Diputados, integrar un grupo de trabajo en­
cargado de conducir el análisis y la formulación de las 
propuestas correspondientes. Dentro de las actividades 
que se realizaron para tales fines destaca la realización de 
más de 50 reuniones por parte del grupo de trabajo, la 
consulta a los Consejos Regionales de Desarrollo Susten­
table, y una consulta convocada por la Cámara de Sena­
dores con expertos e interesados.2

A partir de los trabajos y actividades descritas de ma­
nera general, el 11 de abril de 2000 se presentó ante la 
Cámara de Senadores la iniciativa de la lgvs, la cual fue 
suscrita por el Ejecutivo Federal y por los representantes 
de todas las fracciones parlamentarias del propio Senado. 
El 13 y el 27 de abril, respectivamente, se aprobaron por 
unanimidad en la Cámara de Senadores y en la de Dipu­
tados los proyectos de dictamen respectivos3 y el 3 de julio 
de 2000 se publicó en el Diario Oficial de la Federación. 
Finalmente, cabe señalar que el 30 de noviembre de 2006 
se publicó en el Diario Oficial de la Federación el Regla­
mento de la Ley General de Vida Silvestre (Segob 2006).

6.5.1  Régimen patrimonial de la vida silvestre

Con la expedición de la lgvs en 2000 cambia de mane­
ra fundamental el concepto de propiedad nacional de la 

2 Véase el detalle del proceso en ine (2000).
3 En la Cámara de Senadores el dictamen respectivo se aprobó con 

100 votos a favor y una abstención (hubo 22 votos en contra en lo 
particular), y en la Cámara de Diputados la votación fue de 416 a favor 
y una abstención.
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flora y fauna silvestres. Como se sabe, la Ley Federal de 
Caza, de 1952, sin fundamento constitucional alguno, 
establecía que “Todas las especies animales que subsisten 
libremente en el territorio nacional son propiedad de la 
nación…”. En cambio, el artículo 4º de la lgvs dispone 
que “Los propietarios o legítimos poseedores de los pre­
dios en donde se distribuye la vida silvestre, tendrán de­
recho de aprovechamiento sustentable sobre sus ejem­
plares, partes y derivados, en los términos previstos en la 
presente Ley y demás disposiciones aplicables”.

Así, el régimen patrimonial de la fauna silvestre da un 
giro de 180° respecto a lo dispuesto en la Ley Federal de 
Caza, ya que la fauna silvestre deja de ser considerada 
como propiedad pública, como parte de los bienes y re­
cursos que pertenecen al Estado, y pasa a ser susceptible 
de apropiación por parte de los propietarios o poseedo­
res de predios, a quienes además se les reconocen dere­
chos exclusivos de aprovechamiento.

Además de lo anterior, es importante considerar que 
tanto la reforma de mayo de 1997 a la Ley Forestal como 
la lgdfs (Segob 2005b), establecen que “La propiedad 
de los recursos forestales comprendidos dentro del terri­
torio nacional corresponde a los ejidos, las comunidades, 
pueblos y comunidades indígenas, personas físicas o mo­
rales, la Federación, los estados, el Distrito Federal y los 
municipios que sean propietarios de los terrenos donde 
aquellos se ubiquen…” (artículos 3º y 5º, respectivamen­
te). Con ello se consolida la idea de que la vida silvestre 
(que incluye flora y fauna, entre otros bienes) pertenece 
al dueño o legítimo poseedor de los predios en los que 
esta se ubica.

Con el propósito de dejar claros los alcances de la con­
sideración anterior, es necesario tener presentes otras pre­
visiones incluidas en la lgvs: la noción misma de vida 
silvestre, el reconocimiento de derechos específicos para 
propietarios y poseedores y la institucionalización de las 
denominadas Unidades de Manejo para la Conservación 
de la Vida Silvestre (uma), como el principal instrumen­
to para el manejo de la vida silvestre, pueden considerar­
se las verdaderas innovaciones institucionales generadas 
a partir de esta ley.

De acuerdo con el artículo 3º, fracción XLV de la lgvs, 
la vida silvestre comprende a “los organismos que sub­
sisten sujetos a los procesos de evolución natural y que 
se desarrollan libremente en su hábitat, incluyendo sus 
poblaciones menores e individuos que se encuentran bajo 
el control del hombre, así como los ferales”. Como puede 
observarse, con esta definición se supera la referencia 
solo a flora y fauna silvestres, y se incluyen otros con­

ceptos que permitirán una mejor protección de la vida 
silvestre.

En segundo lugar y a partir del régimen patrimonial de 
la vida silvestre de la forma en que se ha descrito, la lgvs 
establece los derechos y deberes de los propietarios y po­
seedores de predios en donde aquella se localice. El pun­
to de partida consiste, por una parte, en atribuir a esas 
personas el derecho al aprovechamiento sustentable de 
la vida silvestre y a participar de los beneficios de todo 
tipo que de ello se derive y, por la otra, establecer su obli­
gación de contribuir a conservar su hábitat y a que las 
especies, poblaciones o ejemplares respectivos no sufran 
efectos negativos.

Finalmente, la lgvs establece a las uma como el prin­
cipal instrumento para hacer valer el régimen patrimo­
nial de la vida silvestre y para llevar a cabo el manejo de 
especies, poblaciones, ejemplares, así como sus partes y 
derivados. De acuerdo con lo previsto en el artículo 3º, 
fracción XLIV del citado ordenamiento, las uma se de­
finen como “los predios e instalaciones registrados que 
operan de conformidad con un plan de manejo aprobado 
y dentro de los cuales se da seguimiento permanente al 
estado del hábitat y de poblaciones o ejemplares que ahí 
se distribuyen”.

De esta manera, el registro de las uma, ya sea para 
desarrollar actividades de conservación o de aprovecha­
miento sustentable, así como la aprobación de los corres­
pondientes planes de manejo por parte de la Semarnap, 
constituyen los principales procedimientos para contro­
lar y propiciar un manejo adecuado de la vida silvestre en 
México. De acuerdo con el Sistema de Unidades de Ma­
nejo para la Conservación de la Vida Silvestre, en el pe­
riodo que nos ocupa se ha pasado de 586 uma que abar­
caban 2 millones de hectáreas, a 7 398 que ocupan 26.2 
millones de hectáreas en donde se controla el manejo de 
vida silvestre en sus distintas modalidades.4

6.6  Legislación forestal

La legislación forestal tiende a hacerse cada vez más 
compatible con la evolución general del derecho 
ambiental.

Las leyes expedidas en 1884, 1926, 1942, 1947, 1960, 1986, 
1992 y 2003 en materia forestal han reflejado los modelos 

4 Cifras al 15 de noviembre de 2006. Disponible en <www.semarnat.
gob.mx/vs/suma_actualizado.shtml>.
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de desarrollo económico y las tendencias sociales y polí­
ticas predominantes en cada época. Aunque desde 1917 
se incluyó en el artículo 27 constitucional la posibilidad 
de regular el aprovechamiento de los elementos natura­
les susceptibles de apropiación para cuidar de su conser­
vación, las leyes forestales que se han expedido no son 
suficientes para la protección y para el aprovechamiento 
sustentable de los ecosistemas forestales.

En 1997 el Congreso de la Unión y la Semarnap inicia­
ron un proceso de consulta para formular una iniciativa 
de reformas a la Ley Forestal para corregir serias deficien­
cias que presentaba la Ley de 1992, como la desaparición 
de los estudios de manejo integral forestal y las unidades 
de conservación y desarrollo forestal, la desregulación del 
régimen de autorizaciones, los servicios técnicos foresta­
les y la acreditación de la legal procedencia de materias 
primas forestales, la falta de certeza jurídica en el régimen 
de propiedad de los recursos forestales, la ausencia de 
incentivos para la creación de empresas forestales y plan­
taciones comerciales, y la falta de esquemas de coordina­
ción entre los tres órdenes de gobierno y de concertación 
para la participación directa de los propietarios de los 
recursos forestales.

Con el cambio de administración federal en el año 2000, 
la protección de los bosques y el agua se incluyó en los 
asuntos de seguridad nacional del Plan Nacional de De­
sarrollo, promoviéndose cambios institucionales y lega­
les importantes con la creación de la Comisión Nacional 
Forestal (Conafor) y la expedición, el 25 de febrero de 
2003, de la lgdfs, uno de cuyo rasgos principales es la 
distribución de atribuciones entre los tres órdenes de go­
bierno en materia forestal.

Con ese esquema el gobierno federal continúa a cargo 
de las materias que desde las leyes anteriores eran de su 
competencia, como la planeación y la política nacionales, 
el otorgamiento de autorizaciones para cambios de uso de 
suelo, aprovechamiento de recursos forestales, estableci­
miento de plantaciones forestales comerciales, uso de los 
recursos genéticos forestales, la integración del Inventa­
rio Nacional Forestal y de Suelos, el Registro Nacional 
Forestal y el Sistema Nacional de Información Forestal, 
la zonificación forestal, la coordinación de acciones en 
incendios forestales, el sistema de prevención y alerta 
temprana de sanidad forestal, las acciones de inspección, 
vigilancia y acreditación de la legal procedencia de las 
materias primas, el funcionamiento de los centros de al­
macenamiento y transformación de materias primas fo­
restales, la regulación del uso de suelo en terrenos fores­
tales, la operación del Programa de Desarrollo Forestal, 

el Programa de Desarrollo y el Programa Nacional de Re­
forestación, así como las acciones de educación, investi­
gación, participación social y cultura forestal.

Por su parte, los estados tienen atribuciones exclusivas 
como la creación de sistemas de planeación a distintas 
escalas, el diseño de la política estatal forestal en con­
gruencia con la nacional, o la integración de inventarios 
estatales forestales y de suelos y sistemas de información, 
y atribuciones que se pueden ejercer de manera concu­
rrente con los gobiernos federal y municipales, como pro­
mover los bienes y servicios ambientales aportados por 
los recursos forestales, realizar acciones de fomento a las 
cadenas productivas, así como formular y aplicar  progra­
mas en materia de reforestación, incendios y sanidad fo­
restal, entre otros aspectos. De la misma forma, los mu­
nicipios participan en la aplicación de los instrumentos 
de esta ley y se les confieren atribuciones exclusivas como 
la expedición de licencias para el establecimiento de cen­
tros de almacenamiento o transformación de materias pri­
mas forestales, o la realización de acciones de combate a 
incendios forestales en primera instancia.

En un balance preliminar sobre el sistema de distribu­
ción de competencias de la lgdfs, puede concluirse que 
aun cuando esta ley no propició un cambio sustancial 
respecto al régimen federal que prevalecía en las leyes 
anteriores, la inclusión de atribuciones para los estados y 
municipios continúa la tendencia hacia un federalismo 
concurrente en la materia que puede ayudar al fortale­
cimiento de sus capacidades institucionales, así como al 
posicionamiento de los temas forestales en las agendas de 
desarrollo locales, a la creación de un sistema de planea­
ción de usos del suelo desde la escala municipal, a la co­
ordinación de los sistemas de información y gestión y, en 
general, a la participación de las comunidades locales en 
la toma de decisiones. En cuanto a la descentralización 
de la gestión forestal, la lgdfs utiliza el esquema de con­
venios de coordinación previsto en las demás leyes am­
bientales, pero sujeta su suscripción a la evaluación por 
parte de la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Na­
turales (Semarnat) de las capacidades institucionales, le­
gales, materiales y financieras de los estados y municipios 
que deseen asumir actos de autoridad federal. Hasta ahora 
únicamente se ha hecho efectivo el proceso de descentra­
lización con el Estado de México mediante la denomina­
da Protectora de Bosques del Estado de México (Probos­
que) y se han iniciado trabajos para tales efectos con los 
estados de Chihuahua, Michoacán y Veracruz. Además, a 
la fecha en 19 entidades federativas se han emitido las 
correspondientes leyes de desarrollo forestal sustentable.
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Uno de los principales avances de la lgdfs para forta­
lecer la variable ambiental en la gestión forestal, se ha dado 
con la instrumentación de un mercado de bienes y ser­
vicios ambientales de los ecosistemas forestales e hidro­
lógicos, a partir de programas específicos derivados de la 
lgdfs5 que incluyen la provisión de agua en calidad y 
cantidad, la captura de carbono, la generación y liberación 
de oxígeno, el amortiguamiento de impactos por desas­
tres naturales, la regulación climática, la protección de la 
biodiversidad y el material genético de los recursos fores­
tales y la recuperación de suelos. Como acciones impor­
tantes están la creación del Fondo Forestal Mexicano a 
cargo de la Conafor y la modificación de la Ley Federal de 
Derechos, que incluyó el destino específico de un por­
centaje de la recaudación por el uso, aprovechamiento y 
explotación de aguas nacionales que, conforme al Progra­
ma de Pago por Servicios Ambientales Hidrológicos, se 
utiliza para compensar a los beneficiarios, dueños o legí­
timos poseedores de terrenos con recursos forestales que 
realicen un manejo sustentable e incrementen la calidad 
y cantidad de esos recursos en terrenos con 80% de cu­
bierta forestal de bosques y selvas, zonas críticas para la 
recarga de acuíferos catalogadas por la Comisión Nacio­
nal del Agua (cna) como sobreexplotadas o vinculadas 
al abastecimiento de agua a centros poblacionales.

En suma, las tendencias que ha seguido la normativi­
dad forestal en la última década combinan el estableci­
miento de medidas más estrictas para proteger los eco­
sistemas forestales mediante la regulación detallada de 
los sistemas de autorizaciones y controles de legal proce­
dencia y centros de almacenamiento y transformación de 
materias primas, la protección de los recursos genéticos 
forestales (germoplasma forestal), el establecimiento de 
mayores restricciones a los cambios de uso del suelo,6 la 
definición de zonas críticas para la inspección y vigilan­
cia forestal, el endurecimiento de las sanciones y el moni­
toreo de la sociedad mediante el acceso a la información 
y el establecimiento de organismos de participación so­
cial, como los consejos forestales nacional y estatales do­
tados de amplias atribuciones para proponer políticas y 
medidas y formular opiniones vinculantes, con esquemas 
de fomento para el fortalecimiento del sector productivo 

mediante incentivos económicos como el pago por ser­
vicios ambientales, los bonos de conservación, la desre­
gulación de las plantaciones comerciales, las reformas 
fiscales para beneficiar a los productores forestales y equi­
librar los esquemas fiscales de apoyo al campo, o la crea­
ción de instancias de acción colectiva para el fortaleci­
miento de las cadenas productivas como las “promotorías” 
de desarrollo social y las unidades de manejo forestal.

6.7  Reforma de 2004 a la Ley de Aguas 
Nacionales

La reforma a la Ley de Aguas Nacionales de 2004 
mejoró el contenido ambiental del marco regulatorio 
en la materia; sin embargo, es necesario fortalecer  
los procedimientos y la emisión de sus disposiciones 
reglamentarias, para propiciar una mejor aplicación 
de sus previsiones.

La reforma a la legislación nacional en materia de aguas 
es una muestra del cambio en las condiciones de la vida 
parlamentaria de México en la última década. Dicha re­
forma comenzó con la iniciativa presentada en diciembre 
de 2001 por el entonces senador priista Ulises Ruiz Ortiz, 
que fue seguida por la propuesta del senador panista Fe­
lipe Vicencio Álvarez de fecha 11 de abril de 2002. Ambas 
iniciativas promovían modificaciones a la Ley de Aguas 
Nacionales (lan) y señalaban como principales temas a 
abordar el rezago en el suministro general del recurso, el 
mantenimiento de la infraestructura, el tratamiento de 
aguas residuales, la continuidad en los planes y programas 
existentes y, en general, la gestión gubernamental del 
agua. En particular, se insistía en que el agua es un tema 
de seguridad nacional, en virtud de su creciente escasez, 
lo que compromete el desarrollo social y económico de 
vastas regiones del país.

La primera iniciativa fue el resultado de un intenso tra­
bajo de consulta y análisis llevado a cabo por la Comisión 
de Recursos Hidráulicos del Senado, el cual incluyó 13 
foros, reuniones con instituciones gubernamentales y or­
ganizaciones de usuarios del agua, entre otros, y de las 
que se concluyó la necesidad de reformar, adicionar y de­
rogar algunas disposiciones de la Ley de Aguas Naciona­
les entonces vigente (publicada el 1º de diciembre de 1992), 
pero sin generar un nuevo texto.

Por su parte, la iniciativa presentada por el grupo par­
lamentario del Partido Acción Nacional (pan), comple­
mentó la señalada anteriormente, por lo que se consideró 

5 Por ejemplo los Programas de Servicios Ambientales Hidrológi-
cos para desarrollar mercados ambientales por captura de carbono y 
de protección a la biodiversidad.

6 Por ejemplo, para desincentivar los cambios de uso de suelo ile-
gales, el artículo 117 de la lgdfs prohíbe que se autorice el cambio 
de uso de suelo en terrenos incendiados sin que hayan pasado 20 años, 
a menos de que se acredite de manera fehaciente a la Semarnat que el 
ecosistema se ha regenerado totalmente.
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más adecuado integrar ambos documentos y generar una 
propuesta. Así, el dictamen de esta nueva propuesta se so­
metió a consideración el 24 de abril de 2003, y el Senado 
de la República lo aprobó por 94 votos a favor y ninguno 
en contra. Posteriormente, el 29 del mismo mes y año, 
también fue aprobado por la Cámara de Diputados con 
413 votos a favor, una abstención y ninguno en contra, 
por lo que se envió al Ejecutivo Federal para su promul­
gación y publicación. 

Sin embargo, el 1 de septiembre de 2003 el presidente 
de la República envió a ambas cámaras diversas observa­
ciones, que fueron evaluadas por el Congreso de la Unión 
e incorporadas al proyecto de reformas, las cuales apro­
baron de nueva cuenta ambas cámaras y promulgaron en 
el mes de marzo de 2004.

La reforma de la lan incorpora diversos aspectos de 
carácter sustantivo en la regulación de la preservación y 
aprovechamiento sustentable del agua. Así, se incluyen 
conceptos como cuenca hidrológica, gestión integrada de 
los recursos hídricos, uso ambiental del agua y servicios 
ambientales, como la base de regulación del recurso.

Las cuencas hidrológicas están previstas como eje de 
la planeación del manejo del agua, como lo muestra la 
noción que de ellas describe la lan (Segob 2008a):

…unidad del territorio, diferenciada de otras unidades, nor­
malmente delimitada por un parteaguas o divisoria de las 
aguas –aquella línea poligonal formada por los puntos de ma­
yor elevación en dicha unidad–, en donde ocurre el agua en 
distintas formas, y esta se almacena o fluye hasta un punto 
de salida que puede ser el mar u otro cuerpo receptor interior, 
a través de una red hidrográfica de cauces que convergen en 
uno principal, o bien el territorio en donde las aguas forman 
una unidad autónoma o diferenciada de otras, aun sin que 
desemboquen en el mar. En dicho espacio delimitado por una 
diversidad topográfica, coexisten los recursos agua, suelo, flo­
ra, fauna, otros recursos naturales relacionados con estos y el 
medio ambiente. La cuenca hidrológica conjuntamente con 
los acuíferos, constituye la unidad de gestión de los recursos 
hídricos. La cuenca hidrológica está a su vez integrada por sub­
cuencas y estas últimas están integradas por microcuencas.

En complemento, la propia lan establece que su apli­
cación deberá orientarse hacia la gestión integrada de los 
recursos hídricos, entendiendo por ello el “proceso que 
promueve la gestión y desarrollo coordinado del agua, la 
tierra, los recursos relacionados con estos y el ambiente, 
con el fin de maximizar el bienestar social y económico 
equitativamente sin comprometer la sustentabilidad de 

los ecosistemas vitales. Dicha gestión está íntimamente 
vinculada con el desarrollo sustentable. Para su aplicación 
[de la lan] en relación con este concepto se consideran 
primordialmente agua y bosque”.7

A su vez, la reforma de 2004 a la lan incorpora dispo­
siciones relacionadas con la participación social en la ges­
tión integrada del recurso, así como de representantes de 
los tres órdenes de gobierno, fundamentalmente en los 
denominados consejos de cuenca, y fortalece el acceso a 
la información relacionada con la preservación y aprove­
chamiento sustentable del recurso (véase el capítulo 5).

Sin embargo, es conveniente que se emitan las dispo­
siciones procedimentales respectivas, ya sea en la propia 
lan o mediante la emisión del o de los reglamentos co­
rrespondientes, para hacer efectivas las previsiones del 
ordenamiento y propiciar, en el ámbito de aplicación de 
la lan, la conservación de los ecosistemas terrestres y 
acuáticos vinculados con el ciclo hidrológico, el manejo 
integral y sustentable del agua, mejorar la calidad de vida 
de la población, fortalecer los instrumentos económicos 
para ello y fortalecer las capacidades para enfrentar ries­
gos hidrometeorológicos, entre otras cosas.

Otras modificaciones relevantes que se incorporan a 
la legislación en la materia son las siguientes:

•	 En relación con la distribución de competencias, las re­
formas amplían considerablemente las facultades de la 
cna en este tema. Se crean organismos de cuenca con 
el carácter de unidades especializadas investidas de 
autonomía, que tendrán a su cargo las tareas de gestión 
del agua y ejercen atribuciones reservadas a la autori­
dad del agua. En este aspecto es importante destacar 
que se incluyó una disposición sobre las facultades que, 
en materia de agua, tendrá la Procuraduría Federal de 
Protección al Ambiente (Profepa). Sin embargo, no es 
lo suficientemente clara sobre cuál es la participación 
de este órgano, lo que ha generado confusión entre las 
propias autoridades y los particulares.

•	 Se refuerzan los supuestos y formas de aplicación para 
las zonas reglamentadas, de veda (en este caso especí­
ficamente, ampliando las causales para su expedición, 
modificación o extinción) y de reserva de aguas nacio­
nales, estableciendo causas y procedimientos de inter­
vención del Poder Ejecutivo y la necesidad de proteger 
ecosistemas vitales.

•	 En el apartado de prevención y control de la contami­
nación de las aguas, se incorporan disposiciones rela­

7 Artículo 3, fracción XXIX de la Ley de Aguas Nacionales.
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tivas a la responsabilidad por daño ambiental, estable­
ciendo que la cna y los Organismos de Cuenca son 
competentes en esta materia y que quienes exploten, 
usen o aprovechen aguas nacionales o sus bienes públi­
cos inherentes, lleven a cabo descargas de aguas resi­
duales, recirculación, reuso o alguna otra actividad que 
pueda causar perjuicio a la calidad del agua, los ecosis­
temas asociados a esta o afecten los servicios ambien­
tales vinculados con el agua, deberán asumir la respon­
sabilidad plena derivada de los daños causados.

6.8  Regulación de los organismos 
genéticamente modificados (ogm)

En un tema emergente, el de la bioseguridad  
de organismos genéticamente modificados, surgió  
un intenso debate público y se crearon nuevos 
instrumentos regulatorios y de participación social.

En el marco del Convenio sobre la Diversidad Biológica, 
ratificado por el Senado de la República en el año 1993, 
se reconoce, por primera vez, que la conservación de la 
diversidad biológica es del interés de toda la humanidad 
y que es parte integrante del proceso de desarrollo; se ge­
neraron nuevos instrumentos internacionales específicos 
que fundamentalmente buscan atender dos aspectos: la 
seguridad de la diversidad biológica respecto del uso y 
desarrollo de la biotecnología moderna, y el aprovecha­
miento de recursos biológicos y genéticos de especies que 
conforman la biodiversidad del planeta.

Uno de esos instrumentos es el Protocolo de Cartage­
na sobre Seguridad en la Biotecnología, que fue adopta­
do por más de 130 países el 29 de enero de 2000. México 
lo suscribió ad referendum el 24 de mayo de ese mismo 
año y la Cámara de Senadores lo ratificó el 30 de abril de 
2002. El protocolo entró en vigor el 11 de septiembre de 
2003, una vez que fue ratificado por 50 signatarios del 
Convenio sobre la Diversidad Biológica.

Este protocolo refleja la preocupación de la comuni­
dad internacional sobre los riesgos que puede represen­
tar, para el medio ambiente y para la salud del hombre, la 
aplicación y el desarrollo de la biotecnología moderna en 
diversos sectores, principalmente el agrícola, en la crea­
ción y producción comercial y en movimientos transfron­
terizos de organismos vivos modificados (véase el capítu­
lo 7 del volumen II).

Frente a este nuevo régimen internacional, y en virtud 
de que nuestro país contaba apenas con regulaciones mí­

nimas y dispersas, era necesaria una ley en esta materia 
que fuera compatible con el Protocolo de Cartagena, por 
lo que durante el año 2002 las diversas fracciones parla­
mentarias del Congreso de la Unión generaron iniciati­
vas en esa dirección.

Dichas iniciativas coincidieron en algunos aspectos: la 
protección al medio ambiente y a la salud humana como 
propósito esencial de la ley; la regulación de actividades 
con ogm obtenidos por biotecnología moderna; la regu­
lación de actividades de utilización confinada y de libera­
ción al ambiente e importación de ogm; la necesidad de 
una política nacional de bioseguridad; el establecimiento 
de competencias a autoridades encargadas de aplicar la 
ley; fomento a la investigación científica y tecnológica en 
bioseguridad y biotecnología; la creación de un sistema de 
permisos y autorizaciones para realizar actividades con 
ogm; el establecimiento de un sistema de información y 
el desarrollo de los instrumentos y mecanismos legales 
mediante normas oficiales mexicanas.

Por su parte, la iniciativa del Partido Verde Ecologista 
de México (pvem) propuso los siguientes elementos re­
levantes: la evaluación y monitoreo de los riesgos del uso 
y manejo de ogm; la expedición de normas oficiales mexi­
canas para la seguridad de las instalaciones en las que se 
utilicen confinadamente ogm; el establecimiento de un 
Registro Nacional de Bioseguridad de ogm; la prohibi­
ción de utilizar ogm para fabricar armas biológicas, y la 
obligación de reportar inmediatamente a las secretarías 
competentes sobre liberaciones accidentales de dichos 
organismos para aplicar medidas urgentes.

El pan incorporó en su propuesta cuestiones sobre la 
evaluación caso por caso del riesgo, los estudios de ries­
gos, como uno de los requisitos para obtener permisos y 
autorizaciones, el monitoreo de los riesgos durante y des­
pués de la realización de actividades, así como los pro­
cedimientos administrativos para autorizar actividades 
con ogm y el establecimiento de medidas correctivas o 
de aplicación urgente.

El Partido Revolucionario Institucional (pri) propuso 
mecanismos, controles e instrumentos para proteger la 
salud humana, el medio ambiente, la biodiversidad y la sa­
nidad animal, vegetal y acuícola; restricciones para reali­
zar actividades con ogm en áreas naturales protegidas; la 
prohibición de liberar ogm sin autorización de las secre­
tarías competentes; la emisión de dictámenes previos a la 
expedición de permisos de liberación con base en los es­
tudios de riesgo, y el requisito de autorización sanitaria 
de ogm para comercializarlos o importarlos para su co­
mercialización.
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Finalmente, en la iniciativa del Partido de la Revolución 
Democrática (prd) se distinguieron los ogm para uso o 
consumo humano y los que no tienen ese destino; asi­
mismo señala que las actividades con ogm que quedaran 
sujetas a medidas de bioseguridad serían las que propon­
gan los interesados y que establezcan las secretarías com­
petentes en los permisos y autorizaciones, y que la fun­
ción básica de la salubridad general sería la de garantizar 
la inocuidad de los ogm y proteger la salud de los con­
sumidores.

Con base en dichos documentos, el 12 de noviembre de 
2002 se presentó una iniciativa de Ley de Bioseguridad 
de Organismos Genéticamente Modificados (lbogm), 
la cual se sometió a un proceso de consulta popular me­
diante el “Foro de Consulta sobre la Iniciativa de Ley de 
Bioseguridad de ogm”, con una duración de aproxima­
damente tres meses y amplia participación social. La ini­
ciativa se aprobó el 24 de abril de 2003 por el Pleno de la 
Cámara de Senadores con 87 votos a favor, tres en contra 
y dos abstenciones y fue enviada a la Cámara de Dipu­
tados para su análisis y dictaminación.

A partir de entonces se inició un amplio proceso de 
consulta popular por medio del Foro Nacional de Con­
sulta convocado por la Comisión de Agricultura y Gana­
dería de la Cámara de Diputados (6 de agosto de 2003), 
del Foro Sobre Biotecnología y Bioseguridad (19 de no­
viembre de 2003) y del Simposio sobre Bioseguridad de 
Organismos Genéticamente Modificados (17 de marzo 
de 2004), donde participaron especialistas e interesados 
en el tema, recogiendo importantes aportaciones que en­
riquecieron la iniciativa.

Para el mes de abril de 2004, las Comisiones de Agricul­
tura y Ganadería, de Medio Ambiente y Recursos Natura­
les, y de Ciencia y Tecnología de la Cámara de Diputados, 
en su carácter de comisiones dictaminadoras, integraron 
una subcomisión de trabajo para analizar la lbgom y ela­
borar el dictamen correspondiente, mediante mesas de 
trabajo de las que se desprendieron diversas modificacio­
nes a los artículos propuestos, formulando una minuta 
que se discutió en el Foro sobre la Minuta del Proyecto 
de la lbgom, al que asistieron más de 250 personas de 
organizaciones de campesinos y productores para expre­
sar su opinión.

Así, esta minuta se presentó el 13 de diciembre de 2004 
para su aprobación, incluyendo 29 puntos que modifica­
ron el documento original. De la lbgom, que fue publi­
cada en el Diario Oficial de la Federación el 18 de marzo 
de 2005, podemos destacar los siguientes aspectos:

•	 El objeto de la ley es regular las actividades de utiliza­
ción confinada, liberación experimental, liberación en 
programa piloto, liberación comercial, comercializa­
ción, importación y exportación de ogm, a fin de pre­
venir, evitar o reducir los posibles riesgos que estas 
actividades pudieran ocasionar a la salud humana, al 
medio ambiente, a la diversidad biológica o a la sani­
dad animal, vegetal o acuícola.

•	 La ley señala en el artículo 9 una serie de principios que 
deberán observarse en la política de bioseguridad y 
prevé la expedición de nom que se deriven de ella, des­
tacando los principios preventivo, de acceso a la infor­
mación, de “paso a paso” y, de manera importante, el 
precautorio.

•	 Los apoyos para el fomento a la investigación científica 
y tecnológica en bioseguridad y biotecnología deberán 
tener como objetivos, entre otros, impulsar proyectos 
de investigación, desarrollo e innovación científica y 
tecnológica y formar recursos humanos.

•	 La regulación de actividades con ogm mediante per­
misos para la liberación experimental al ambiente de 
uno o más ogm, para liberar ogm al ambiente en pro­
grama piloto y para la liberación comercial al ambien­
te de ogm, incluyendo la importación para cualquiera 
de esas actividades, señalando claramente los requisi­
tos para obtenerlos.

•	 En materia de confidencialidad de información (que 
originalmente se protege con leyes de propiedad in­
dustrial y derechos de autor), la ley describe aquella 
que no tiene carácter confidencial y que, por tanto, cual­
quier persona interesada puede acceder a ella.

•	 En materia de áreas naturales protegidas se señala que 
únicamente se podrán realizar actividades con ogm 
para remediar algún daño o en casos de plagas o con­
taminantes, quedando estrictamente prohibido llevar­
las a cabo en las zonas núcleo.

•	 Por lo que hace a la protección de la salud humana, se 
requiere autorización para los organismos genética­
mente modificados que se destinen para uso o consu­
mo humano, incluyendo granos, los que se destinen al 
procesamiento de alimentos para consumo humano, 
los que tengan finalidades de salud pública y los que se 
destinen a la biorremediación.

•	 Finalmente, en cuanto a medidas de seguridad o de apli­
cación urgente, así como de sanciones, se establecen 
los supuestos en los que se deberá imponer cualquiera 
de esas medidas y cuáles son las mismas, incluyendo la 
destrucción. Se prevén conductas que se consideran 
como infracción a la ley y las sanciones económicas (de 
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500 a 30 000 días de salario mínimo general vigente en 
el Distrito Federal) y de otro tipo que se impondrán en 
tales supuestos, destacando el hecho de que se señale 
como sanción la prohibición de la liberación expe­
rimental, de la liberación en programa piloto o de la 
comercialización de ogm o de los productos que los 
contengan.

Como puede observarse, esta ley constituye una excep­
ción a la tendencia de procedimentalización a la que nos 
hemos venido refiriendo. En virtud de que no existían dis­
posiciones relevantes de carácter sustantivo en materia 
de bioseguridad, esta ley introduce por primera vez los 
principios que deberán observarse en los procedimien­
tos que sobrevengan.

6.9  Legislación acerca de los ecosistemas 
marinos

En la última década, los ecosistemas marinos  
no han recibido la atención que requieren por parte 
del Poder Legislativo.

En relación con la protección de los ecosistemas marinos 
es importante señalar que la legislación ambiental mexi­
cana se encuentra fuertemente segmentada. Por medio 
de ordenamientos en materias como pesca, vida silvestre, 
áreas naturales protegidas, ordenamiento ecológico del 
territorio, zona federal marítimo-terrestre, evaluación 
del impacto ambiental, entre otras, el marco jurídico es­
tablece diversas regulaciones que inciden directa o indi­
rectamente en la preservación y aprovechamiento de los 
ecosistemas costeros. Muchas de esas regulaciones, ex­
pedidas en los últimos 10 años, establecen principios e 
instrumentos para la protección de los ecosistemas ma­
rinos o de sus elementos, como es el caso de la reglamen­
tación relativa a la protección de la ballena y a diversas 
especies de tortugas, a actividades pesqueras (atún o ca­
marón), la expedición y aplicación de la lgvs, de diver­
sos decretos por los que se declaran áreas naturales pro­
tegidas en ecosistemas marinos y la actualización de la 
NOM-059-SEMARNAT-2001, que se refiere al listado de 
especies de vida silvestre en riesgo, entre otros.

Sin embargo, esas regulaciones son insuficientes y no 
constituyen un marco integral. La protección del medio 
marino en la legislación ambiental, como objeto genérico 
de regulación y de tutela, se ha ubicado en la Ley Federal 
del Mar (Segob 1986), en diversos tratados y convencio­

nes internacionales de los que nuestro país forma parte,8 
así como en el Reglamento para Prevención de la Conta­
minación del Mar por Vertimiento de Desechos y otras 
Materias (Segob 1998). En 1996 la lgeepa y el Código 
Penal Federal incluyeron disposiciones relacionadas espe­
cíficamente con la protección de los recursos marinos.

Por tanto, puede afirmarse que en el periodo 1995-2005 
no ha habido cambios fundamentales en la regulación de 
la protección de los ecosistemas marinos, considerando 
a estos como el centro de regulación, independientemen­
te de los avances que se han dado en ordenamientos re­
lativos a algunos de sus componentes, como se menciona 
en el presente apartado. Una de las tareas pendientes por 
asumir a corto plazo, consiste en revisar, analizar e inte­
grar la regulación de la protección de los ecosistemas ma­
rinos de México, con el propósito de fortalecer la gestión 
ambiental para tales fines, dar cohesión y consistencia al 
marco jurídico que ya existe, prever consideraciones que 
reconozcan los efectos sobre esos ecosistemas provenien­
tes de fuentes terrestres de contaminación, así como la 
relación entre el medio marino y las zonas terrestres ale­
dañas (zonas costeras), entre otros aspectos.

6.10  Facultades concurrentes  
entre los tres órdenes de gobierno

A partir del régimen de facultades concurrentes,  
la mayoría de los estados de la República han 
emprendido una importante actividad legislativa 
centrada, sobre todo, en la cuestión forestal.  
Sin embargo, el proceso es sumamente heterogéneo  
y está cargado de tensiones potenciales.

En 1987, a partir de la reforma constitucional mediante 
la cual se adicionó la fracción XXIX-G al artículo 73 
constitucional, con el objetivo de facultar al Congreso de 
la Unión para expedir leyes que establezcan la concu­
rrencia de los tres órdenes de gobierno en materia de 
protección al ambiente y de preservación y restauración 
del equilibrio ecológico, la legislación ambiental abando­
nó su carácter eminentemente federal para promover ac­
ciones conjuntas en algunas materias relacionadas con la 
protección del medio ambiente y los recursos naturales, 
resaltando que esta coordinación deberá darse en el ám­

8 Estos son la Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho 
del Mar (publicada en el dof el 1 de junio 1983) y el Convenio sobre 
la Prevención de la Contaminación del Mar por Vertimiento de De-
sechos y otras Materias (publicado en el dof el 15 de julio de 1975).
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bito de las competencias que tienen las autoridades fede­
rales, estatales y municipales. 

Con dicha reforma, la lgeepa tuvo entre sus objetivos 
principales promover la participación de los tres órdenes 
de gobierno e impulsar el federalismo y la descentraliza­
ción de la gestión ambiental. A partir de la distribución de 
competencias delimitada en la ley marco y actualmente 
con las leyes generales de Vida Silvestre (Segob 2007b), 
Desarrollo Forestal Sustentable (Segob 2005b) y para la 
Prevención y Gestión Integral de los Residuos (Segob 
2007c), se espera que los estados expidan la legislación 
necesaria para conducir y aplicar la política ambiental es­
tatal y municipal en todas estas materias (cuadro 6.1).

Sin embargo, al parecer los congresos estatales no es­
tán respondiendo tan rápidamente a este impulso descen­
tralizador. Con excepción de las leyes ambientales equi­
valentes a la lgeepa que existen en todos los estados, no 
se han expedido las leyes estatales esperadas en las de­
más materias concurrentes de protección al ambiente.

En cuanto al contenido de las leyes estatales, la tenden­
cia a reproducir el contenido de las leyes generales que 
les dan sustento ha impedido en la mayoría de los casos 
la consolidación de marcos jurídicos especiales para cada 
entidad federativa, en los cuales se articulen los instru­
mentos propios de la gestión ambiental con los demás de 
competencia estatal y municipal (como el desarrollo ur­
bano) y se adopte un enfoque que refleje las característi­
cas sociales, ecológicas y económicas locales.

Asimismo, a pesar de que la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación ya determinó que los congresos estatales 
deberán atenerse a la distribución de competencias que 
determinen las leyes generales, algunos estados han re­
basado las competencias que les otorgan la lgeepa y las 
demás leyes ambientales, para expedir leyes que pro­
muevan la acción conjunta de los tres órdenes de gobier­
no, ya sea invadiendo materias federales –como en el caso 
de la Ley de Fomento para el Desarrollo Forestal Susten­
table del Estado de Chihuahua, que en su artículo 9, frac­
ción VIII, faculta al gobierno del estado a expedir las au­
torizaciones para el cambio de uso de suelo de los terrenos 
forestales, cuando la lgdfs atribuye dicha facultad al go­
bierno federal– o dando a los gobiernos estatales atribu­
ciones municipales –como en el caso de la Ley Ambiental 
de Quintana Roo que faculta al estado para formular y 
expedir los programas de ordenamiento ecológico loca­
les– que, como en el caso de uso del suelo, de acuerdo 
con la lgeepa deben expedir los ayuntamientos.

Así, se afirma una tendencia para legislar de manera 
cada vez más especializada en materias ambientales y 

para incluir a los órdenes locales de gobierno, mediante 
atribuciones específicas que amplían sus ámbitos de com­
petencia; pero también se observa que se les imponen 
obligaciones y cargas presupuestales que en muchos ca­
sos no pueden asumir, por lo menos de manera inmedia­
ta. Por ello, es importante cuestionar si existe una política 
legislativa nacional de protección al ambiente, compar­
tida por los diferentes poderes y órdenes de gobierno y 
construida con el conocimiento y la participación de quie­
nes serán sus destinatarios, es decir, si existe una política 
legislativa ambiental y, si este es el caso, si esta política es 
eficiente, eficaz y legítima.

6.11  La evaluación  
de impacto ambiental (eia)

La evaluación de impacto ambiental, en la práctica, se 
ha utilizado para cubrir los vacíos de los sistemas de 
planeación, información y normatividad ambiental.

Pasamos ahora al análisis de los procedimientos de regu­
lación directa más importantes en la gestión de la biodi­
versidad y los ecosistemas. Como se verá, tales análisis 
han tenido un desarrollo desigual. Mientras en algunos 
casos se ha consolidado una revisión administrativa so­

Cuadro 6.1  Entidades federativas que cuentan  
con leyes ambientales equivalentes a las federales 

Legislación 
(año de publicación) Entidad federativa

Leyes equivalentes a la lgeepa  
(1988 y reformas en 1996)

Todas

Ley General de Vida Silvestre (2000) Ninguna

Ley del Desarrollo Forestal Sustentable 
(2003)

Aguascalientes 
Chiapas 
Chihuahua 
Colima 
Durango 
Estado de México 
Guanajuato 
Hidalgo 
Jalisco 
Michoacán 
Nayarit 
Puebla 
Querétaro 
San Luis Potosí 
Sonora 
Tabasco 
Tlaxcala 
Veracruz
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bre numerosas actividades y obras, en el caso de otros 
instrumentos, como el ordenamiento ecológico del terri­
torio, los alcances todavía son modestos.

Aunque en teoría la evaluación de impacto ambiental 
(eia) es un instrumento de “segundo piso” que debería 
sustentarse en un sistema de planeación ambiental, en la 
práctica se ha convertido en el instrumento de política 
ambiental con mayor peso en la toma de decisiones den­
tro del sistema de gestión ambiental, debido a su carácter 
transversal (es decir, que se aplica a todas las actividades 
económicas) y al hecho de que el ordenamiento ecológi­
co del territorio aún dista mucho de cubrir una parte sig­
nificativa del territorio nacional.

La eia apareció por primera vez en la Ley Federal de 
Protección al Ambiente de 1982, que definió los concep­
tos de impacto ambiental y manifestación de impacto am­
biental y determinó los supuestos en los que se aplicaría 
este procedimiento para evaluar aquellos proyectos que 
pudieran producir contaminación o deterioro ambiental.9 
Sin embargo, el sistema de eia que prevalece hasta la fe­
cha se definió en la lgeepa expedida en 1988 y fue modi­
ficado sustancialmente en 1996. En la reforma de ese año 
se trató de corregir errores como la tendencia que con­
centraba en el gobierno federal una gran cantidad de atri­
buciones en la materia, la ambigüedad en el tipo de obras 
y actividades sujetas al procedimiento, la falta de méto­
dos claros y eficientes de evaluación, así como la ausencia 
de mecanismos de participación social que otorgaran 
transparencia y certidumbre en la toma de decisiones.10

Para lograr los objetivos anteriores, en la reforma de 
1996 y en el Reglamento de la lgeepa en materia de eia 
publicado en el año 2000 se redefinieron las obras y ac­
tividades que están sujetas al procedimiento de eia de 
competencia federal, las cuales se clasificaron por tipo de 
actividad (de industria o por los recursos naturales que 
pueden afectarse) y se determinó que corresponde a los 
estados y a los municipios la evaluación de impacto am­
biental de todas las obras y actividades no incluidas en 
este listado. Para simplificar el procedimiento se estable­
ció la posibilidad de evaluar mediante informes preven­

tivos, cuando existan normas oficiales mexicanas que re­
gulen las actividades a realizar, o cuando haya planes de 
desarrollo urbano o programas de ordenamiento ecológi­
co evaluados y autorizados en la materia. Asimismo, para 
promover la transparencia del procedimiento, se estable­
ció un sistema de consulta pública que incluye el hecho 
de que cualquier persona interesada tenga acceso a los 
expedientes y la posibilidad de realizar reuniones públi­
cas de información para que quienes promuevan expli­
quen a la comunidad los proyectos a realizar.

A continuación se presentan algunos de los aspectos 
más importantes acerca de la aplicación de la eia en los 
últimos años.

6.11.1  Objeto y alcances de la eia

De acuerdo con el artículo 28 de la lgeepa, el objeto de 
la eia es establecer la condiciones a las que se sujetará la 
realización de obras y actividades que puedan causar 
desequilibrios ecológicos o que rebasen las disposiciones 
contenidas en las regulaciones sobre protección ambien­
tal para evitar o reducir al mínimo sus efectos negativos 
sobre el ambiente. Aquí no queda claro si las obras y ac­
tividades que puedan rebasar los límites establecidos en 
las disposiciones de protección ambiental pueden o no 
permitirse, por lo que queda a juicio de la autoridad am­
biental determinar de forma discrecional si prohíbe la 
realización de proyectos que excedan los límites estable­
cidos, o si pueden permitirse condicionados al cumpli­
miento de ciertos requisitos que eviten o reduzcan sus 
efectos negativos.

Un ejemplo claro de esta incertidumbre se presenta de 
manera recurrente en los proyectos de desarrollo turísti­
co que requieren densidades de cuartos de hotel mayores 
a las previstas en los programas de ordenamiento ecoló­
gico aplicables, y respecto de los cuales, en los resolutivos 
de impacto ambiental de los últimos 10 años, pueden ob­
servarse posturas radicalmente distintas para resolver ca­
sos iguales en las mismas zonas: a algunos se les prohíbe 
exceder la densidad para sujetarse a los límites de los pro­
gramas de ordenamiento, y a otros se les permite me­
diante el establecimiento de condicionantes adicionales 
con las que se tratan de instrumentar mecanismos de 
compensación como los “mercados de densidades”.

6.11.2  Sistema de distribución de competencias

Aunque en las reformas de 1996 a la lgeepa se definió 
con mayor precisión el ámbito de competencia de la au­

9 La Ley Federal para Prevenir y Controlar la Contaminación Am-
biental de 1971 estableció un mecanismo que obligaba a diversas 
secretarías de Estado a “estudiar, planificar, evaluar y calificar todos 
los proyectos o trabajos relacionados con desarrollo urbano, parques 
nacionales, áreas industriales y de trabajo y zonificación en general 
para prevenir los problemas inherentes a la contaminación ambien-
tal”, pero no se refería expresamente a la eia ni determinaba un pro-
cedimiento para su desarrollo.

10 Véase la exposición de motivos de la reforma del 13 de diciem-
bre de 1996 a la lgeepa en Segob (1996) y Profepa (2000).
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toridad federal en el procedimiento de eia, la inclusión 
de una “cláusula residual” que permite sujetar al procedi­
miento federal las obras o actividades que correspondan 
a asuntos de competencia federal que puedan causar 
desequilibrios ecológicos graves e irreparables, daños a la 
salud pública o rebasar los límites establecidos en las dis­
posiciones de protección ambiental (que es el supuesto 
general previsto en la lgeepa para la evaluación de im­
pacto ambiental), abre un espacio discrecional que per­
mite atraer cualquier asunto al ámbito federal en detri­
mento de las atribuciones de los estados en la materia.

Aunado a lo anterior, la expedición de leyes estatales 
que se limitan a reproducir el contenido de la lgeepa y 
la tendencia a incluir listados de materias de poca rele­
vancia ambiental, así como la escasez de recursos huma­
nos y materiales que predomina en las delegaciones de la 
Semarnat, han impedido la consolidación de los proce­
sos de descentralización y desconcentración administra­
tiva iniciados durante el periodo 1994-2000. Esos proce­
sos dejaron como tarea pendiente la revisión del marco 
en la materia para incluir disposiciones que otorgaran ma­
yores atribuciones a los estados, en función de los acuer­
dos que se establecieran para transferirles algunas obras 
y actividades de competencia federal, pero también para 
que la Federación se hiciera cargo de otros temas, como 
la elaboración de productos transgénicos o genéticamen­
te modificados (ine 2000).

6.11.3  Opciones e información para la toma  
de decisiones

Una de las principales debilidades del procedimiento de 
eia es que la información requerida como contenido de 
las manifestaciones de impacto ambiental (cuando co­
rresponden a las modalidades regionales y específicas) se 
refiere a cuestiones descriptivas y especulativas que no 
permiten evaluar a fondo los impactos reales, potencia­
les, acumulativos o sinérgicos de los proyectos, ni inclu­
yen de manera obligatoria la realización de análisis de al­
ternativas que permitan tomar la mejor decisión posible 
con base en la mejor información disponible para cada 
actividad o proyecto.

En sistemas como el de Estados Unidos se obliga a 
quienes promueven a someter sus proyectos a evaluación 
con el tiempo suficiente para que las manifestaciones de 
impacto ambiental contribuyan realmente al proceso de 
toma de decisiones, así como a analizar objetivamente to­
das las opciones razonables que existen para llevar a cabo 
las obras y actividades proyectadas, incluida la alternati­

va de que no se realicen. En cambio, en México la eia se 
presenta la mayoría de las veces como un procedimiento 
forzado en el cual se tratan de justificar decisiones toma­
das antes de la evaluación, ya sea porque la inversión 
para adquirir de los terrenos ya se hizo, porque la única 
alternativa contemplada fue la propuesta ya que es la úni­
ca viable conforme a los esquemas financieros del proyec­
to, o porque el desarrollo del mismo solo puede realizarse 
en el sitio elegido por sus atributos físicos. Lo anterior 
tiene como consecuencia que los únicos espacios de ne­
gociación posibles son la imposición de condicionantes o 
los enfrentamientos de los diferentes actores (autorida­
des, promoventes y comunidades) en los tribunales.

Los ejemplos de este tipo de conflictos son numerosos 
y abarcan desde casos de oposición de las comunidades 
–como el de Xcacel-Xcacelito, en el que se pretendía 
construir un desarrollo turístico en una zona colindante 
con un santuario de tortugas marinas y cuya autorización 
fue impugnada por el presidente municipal de Solidari­
dad, en Quintana Roo– hasta casos de conflictos entre 
diferentes sectores de la administración pública, como 
los que se dan generalmente entre la Semarnat y otras 
dependencias que solicitan autorización para desarrollar 
proyectos sectoriales en sitios previamente selecciona­
dos, como ocurrió con el proyecto de la Escalera Náutica 
en el Golfo de California, la administración portuaria in­
tegral en la zona de manglares de Manzanillo, los proyec­
tos de explotación de gas de Petróleos Mexicanos en la 
Cuenca de Burgos, las plantas de nitrógeno Cantarell en 
el Golfo de México, o las actividades mineras que tam­
bién deben hacerse en lo sitios en los que se encuentran 
los recursos a explotar.

6.11.4  Normatividad complementaria  
para simplificar el procedimiento de eia

Desde el año 2000 no ha habido avances importantes en la 
normatividad complementaria de la eia, como se espera­
ba que ocurriera. La evaluación de la gestión en el periodo 
1994-2000 veía en la emisión de normas oficiales mexica­
nas y criterios técnicos para actividades específicas un 
complemento indispensable para agilizar la eia y fomen­
tar la autorregulación mediante informes preventivos, re­
duciendo los costos de evaluación para el Estado. En el 
periodo de 1994 a 2000 se publicaron seis normas que per­
mitieron eliminar diversas obras y actividades de las listas 
del Reglamento de la lgeepa porque existían regulacio­
nes específicas sobre sus efectos. Se esperaba que la ten­
dencia fuera elaborar más normas oficiales y publicar las 
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que quedaron pendientes sobre marinas turísticas, líneas 
de abastecimiento de gas natural y campos de golf en eco­
sistemas costeros y sus colindancias, lo que hasta ahora no 
ha sucedido por la falta de consensos entre quienes parti­
cipan en los comités de normalización del sector.

La ausencia de normas que permitan integrar y siste­
matizar los conocimientos adquiridos por la experiencia, 
ha dado lugar al desarrollo de un sistema fragmentado de 
gestión ambiental. Las resoluciones se emiten de forma 
aislada porque no existe un mecanismo para dar segui­
miento a las condicionantes impuestas para proyectos 
similares a fin de saber si fueron adecuadas o no evitaron 
o mitigaron impactos que podían haberse previsto. Esto 
acarrea que las resoluciones se establezcan de forma in­
tuitiva, con altos márgenes de error en la previsión de 
impactos, por una parte, y de legitimidad para imponer 
cargas a los proyectos, por la otra, lo que no ocurre con 
las normas oficiales mexicanas que, al tener que formu­
larse mediante procesos de participación social previstos 
en la Ley Federal de Metrología y Normalización, cuen­
tan con un mayor consenso que legitima los procesos 
que sustentan sus decisiones en las mismas.

Un ejemplo que ilustra lo anterior es la resolución de 
impacto ambiental para realizar actividades pesqueras 
por parte de diversas cooperativas de la flota camaronera 
de Puerto Peñasco y San Felipe. Debido a la necesidad de 
definir un polígono más amplio para la protección de la 
vaquita marina, enlistada como especie en peligro de ex­
tinción en la NOM-059-SEMARNAT-2001, y ante la au­
sencia de información sistematizada para la toma de de­
cisiones en su área de distribución, la Dirección General 
de Impacto y Riesgo Ambiental impuso como condicio­
nante un polígono de exclusión para la flota camaronera. 
Esto provocó un fuerte conflicto con los pescadores in­
dustriales, ya que esa restricción no se aplicaba a los pes­
cadores ribereños. En septiembre de 2005 la Semarnat 
decretó un Área de Refugio para la protección de la va­
quita marina y posteriormente un programa de protec­
ción. Ambos instrumentos son aplicables tanto a la flota 
mayor como a los pescadores ribereños.

Así, en un balance general de la experiencia en materia 
de impacto ambiental de la última década, puede obser­
varse un desfase entre la aplicación práctica del instru­
mento, que se ha utilizado para cubrir los vacíos de los 
sistemas de planeación, información y normatividad am­
biental, y el desarrollo de un sistema legal que le dé sus­
tento, restringiendo el ámbito de participación federal y 
ampliando las competencias de los estados y municipios 
para descentralizar la toma de decisiones, reduciendo la 

discrecionalidad y sentando las bases para procedimien­
tos sencillos, transparentes y participativos basados en la 
mejor información disponible y que reflejen la naturaleza 
preventiva de la eia para utilizar la alternativa de evitar, 
minimizar, compensar daños ambientales como opción 
principal, dejando la imposición de sanciones como me­
dida de excepción.

6.12  El ordenamiento ecológico  
del territorio

En el plano local, el ordenamiento ecológico del 
territorio ha tomado un rumbo distinto al que se 
definió en la ley: las iniciativas más numerosas para 
establecerlo han surgido de ejidos y comunidades, y 
no de los municipios, que son quienes ostentan las 
atribuciones legales para expedirlos.

Uno de los instrumentos de política ambiental que ma­
yores transformaciones ha tenido en los últimos años es 
el ordenamiento ecológico del territorio (oet), previsto 
en la lgeepa y en la mayoría de las legislaciones estatales 
en la materia. De ser considerado un proceso de planea­
ción, tiende a convertirse en un instrumento mediante el 
cual se inducen o regulan usos del suelo y aprovechamien­
to de recursos naturales.

En la legislación ambiental el oet aparece por pri­
mera vez en la Ley Federal para la Protección al Ambien­
te, mediante una reforma en 1984, a partir de la cual el 
oet se considera un proceso de planeación para evaluar 
y programar el uso del suelo, de acuerdo con su vocación 
natural y tomando en cuenta actividades productivas, 
distribución de población y protección de sistemas eco­
lógicos.

Asimismo, en esa época (1986) la legislación forestal 
previó disposiciones relacionadas con el ordenamiento 
territorial. De hecho, la ley de ese año señalaba como uno 
de sus propósitos la ordenación forestal de las cuencas 
hidrográficas en bosques, selvas y otros ecosistemas, la 
cual se realizaría mediante la determinación de usos, re­
servas y destinos11 en terrenos forestales (actividades fo­
restales productivas, de reforestación y conservación, y 
de protección y restauración forestales).

En ambos casos, el fundamento constitucional era el 

11 No es ocioso recordar que las categorías de “usos, reservas y 
destinos” fueron introducidas por las reformas constitucionales de 
1976, que establecieron el fundamento de la planeación de los asen-
tamientos humanos.
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mismo: el tercer párrafo del artículo 27 constitucional se 
refería a la facultad de la nación para determinar provisio­
nes, usos, destinos y reservas de tierras, aguas y bosques.

En su texto original de 1988 la lgeepa también incor­
poró el ordenamiento ecológico del territorio como un 
proceso de planeación mediante el cual se determinan 
criterios ecológicos que se deben considerar en la protec­
ción y aprovechamiento de los recursos naturales, en los 
procesos de urbanización y en diversas actividades pro­
ductivas que se detallan en la propia ley. La debilidad ju­
rídica del oet era evidente, sobre todo para regular acti­
vidades productivas o procesos de desarrollo que se 
presentan en ciertas zonas “rurales” del país, como el co­
rredor Cancún-Tulum y otras zonas turísticas, así como 
las áreas de extracción de hidrocarburos o sustancias mi­
nerales que no son centros de población en términos de 
la legislación en materia de asentamientos humanos.

En la reforma a la lgeepa de 1996 se transforma radi­
calmente el ordenamiento ecológico del territorio, ya que 
de ser considerado un proceso de planeación, se convier­
te en un instrumento que induce y regula el uso del suelo. 
De acuerdo con el artículo 3, fracción XXIII, el oet se 
define como “El instrumento de política ambiental cuyo 
objeto es regular o inducir el uso del suelo y las activida­
des productivas con el fin de lograr la protección del me­
dio ambiente y la preservación y el aprovechamiento 
sustentable de los recursos naturales, a partir del análisis 
de las tendencias de deterioro y las potencialidades de 
aprovechamiento de los mismos” (Segob 1996).

En esa reforma también se enfatiza que para definir los 
alcances de los programas de ordenamiento ecológico 
del territorio, en sus diferentes modalidades (general, re­
gional, local y marino), se deberán considerar aspectos 
tanto ambientales como los relativos a procesos de urba­
nización o a la realización de actividades productivas en 
el territorio, como se puede observar por lo dispuesto  
en el artículo 19 de la ley, donde se establece que para la 
formulación de oet se deberán considerar:

I.	 La naturaleza y características de los ecosistemas exis­
tentes en el territorio nacional y en las zonas sobre las que 
la nación ejerce soberanía y jurisdicción;

II.	 La vocación de cada zona o región, en función de sus 
recursos naturales, la distribución de la población y las 
actividades económicas predominantes;

III.	Los desequilibrios existentes en los ecosistemas por efec­
to de los asentamientos humanos, de las actividades eco­
nómicas o de otras actividades humanas o fenómenos 
naturales;

IV.	 El equilibrio que debe existir entre los asentamientos hu­
manos y sus condiciones ambientales; y

V.	 El impacto ambiental de nuevos asentamientos huma­
nos, vías de comunicación y demás obras o actividades.

A partir de la definición y de los criterios menciona­
dos, la lgeepa establece el contenido normativo de los 
diferentes programas de ordenamiento ecológico del te­
rritorio. En el caso del oet general, sus objetivos son 
determinar la regionalización ecológica del territorio y 
establecer los lineamientos y estrategias de preservación, 
protección, restauración y aprovechamiento sustentable 
de los recursos naturales para realizar y localizar diversas 
actividades productivas y asentamientos humanos.

Para los programas regionales de oet, que pueden 
abarcar la totalidad o una parte del territorio de las entida­
des federativas, se establece que su objeto es determinar 
los criterios de regulación ecológica para la preservación, 
protección, restauración y aprovechamiento sustentable 
de los recursos naturales para la realización de diversas 
actividades productivas y la localización de asentamien­
tos humanos, así como definir los lineamientos para su 
ejecución, evaluación, seguimiento y modificación.

En el caso de los programas locales de oet, la lgeepa 
establece que tendrán por objeto: determinar áreas eco­
lógicas en la zona o región de que se trate; regular, fuera 
de los centros de población, los usos del suelo con el pro­
pósito de proteger el ambiente y preservar, restaurar y 
aprovechar de manera sustentable los recursos naturales, 
sobre todo en lo que se refiere a actividades productivas 
y localización de asentamientos humanos; así como esta­
blecer criterios de regulación ecológica en los centros de 
población, con el propósito de que se les incluya en los 
planes y programas de desarrollo urbano.

6.13  Conciliación de instrumentos 
territoriales

A pesar de la importante transformación del 
ordenamiento ecológico del territorio en las  
reformas a la lgeepa en 1996, el reto actual todavía  
es muy grande ya que se requiere conciliar este 
instrumento con otros de incidencia territorial 
fundamental, previstos en distintos conjuntos 
normativos, sobre todo en materia de asentamientos 
humanos y desarrollo urbano y planeación  
del desarrollo.
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Ahora bien, más allá de los problemas de carácter técni­
co, lo más relevante en la evolución del oet es el hecho 
de que no han sido los municipios, a quienes se otorgó la 
facultad de su expedición en el plano local, sino los nú­
cleos agrarios quienes han tomado la iniciativa para de­
sarrollarlo. Mientras los ordenamientos impulsados por 
autoridades municipales no rebasan la media docena, los 
ordenamientos comunitarios ascienden a más de 200. Des­
de la perspectiva del constitucionalismo clásico, eso sig­
nifica nada menos que una función pública la están ejer­
ciendo los gobernados, no los gobernantes.12

6.14  Las reformas de 1996 a la lgeepa  
y las áreas naturales protegidas

Las reformas de 1996 a la lgeepa fortalecieron  
los procedimientos para la creación y el manejo  
de las áreas naturales protegidas.

De acuerdo con la lgeepa, las áreas naturales protegidas 
(anp) forman parte del régimen de preservación y apro­
vechamiento sustentable de la biodiversidad, tema que es 
necesario analizar considerando los otros aspectos del 
denominado “paquete verde” de la normatividad ambien­
tal, es decir, los recursos forestales, la vida silvestre, la 
pesca y los recursos marinos, la zona federal marítimo 
terrestre, entre otros.

A partir de las reformas a la lgeepa en el año 1996 el 
régimen de anp cobró mayor importancia. En efecto, la 
exposición de motivos que acompañó la iniciativa de re­
ferencia señalaba que en esta materia su objetivo era el 
fortalecimiento de la capacidad institucional para pre­
servar los recursos naturales, la flora y la fauna silvestres, 
regular su aprovechamiento sustentable y otorgar incen­
tivos a la sociedad para participar en su preservación, pro­
tección, restauración y administración. Entre los princi­
pales aspectos que se modificaron en el régimen de anp 
está la reclasificación de las categorías de las mismas; el 
reconocimiento de la participación y diversificación de 
los actores sociales vinculados con la conservación de la 
anp, una mayor precisión de los elementos que deben 
contener las declaratorias y programas de manejo, la crea­
ción del Registro Nacional de anp, así como el financia­
miento de las actividades relacionadas con las anp.

Aunado a las disposiciones previstas por la lgeepa, el 
30 de noviembre del año 2000 se publicó en el Diario Ofi-
cial de la Federación el Reglamento en materia de Áreas 
Naturales Protegidas, el cual fue modificado el 28 de di­
ciembre de 2004, y en el que se detallan todas las dispo­
siciones previstas por la ley (Segob 2004). Sin embargo, y 
aun con esta normatividad que se complementa con otros 
instrumentos jurídicos, como la lgvs y la lgdfs, toda­
vía existen algunos aspectos que deberán ser regulados 
con precisión o que en la práctica no se han aplicado ade­
cuadamente, como se verá a continuación.

Los decretos por los que se establecen las anp, así 
como sus programas de manejo, son las herramientas 
jurídicas que dan sustento a las acciones y actividades a 
realizar en las mismas. Tales decretos se deben elaborar 
con el mayor cuidado posible y sujetándose en todo mo­
mento a las disposiciones jurídicas que los regulan. Un 
análisis de los instrumentos que actualmente se encuen­
tran vigentes nos ha llevado a identificar la incidencia de 
las siguientes deficiencias:

a]	La recategorización que, a partir de las reformas a la 
lgeepa en 1996, se ha dado a las anp no ha sido acom­
pañada de la actualización del contenido de los decre­
tos conforme a las disposiciones vigentes, lo que gene­
ra obstáculos para una adecuada gestión y manejo de 
esas áreas. 

b]	Los lineamientos para la administración y vigilancia 
de las áreas naturales protegidas son insuficientes. Los 
decretos únicamente señalan las dependencias a quie­
nes les corresponde administrar y vigilar dichas áreas, 
sin establecer especificaciones sobre ambos aspectos 
tan importantes para la protección de los ecosistemas 
y los recursos naturales.

c]	 Asimismo, faltan elementos para determinar los linea­
mientos que regulan las actividades dentro de las áreas, 
así como en las reglas de operación de las anp. Sin duda 
uno de los principales problemas del contenido norma­
tivo de los decretos por los que se establecen las áreas 
naturales protegidas, lo constituye la escasa regulación 
del conjunto de actividades que pueden ser desarro­
lladas dentro de las distintas zonas que las integran.

d]	La zonificación deberá formar parte de la declaratoria 
de un anp; sin embargo, ni la lgeepa ni su Reglamen­
to establecen sus alcances. Este aspecto es de gran 
importancia porque tiende a limitar el derecho de los 
particulares para realizar alguna actividad dentro de 
las áreas, lo cual solo se considera en algunos decre­
tos, como en el caso de la mariposa monarca, publica­

12 Información de la Comisión Nacional Forestal y del Proyecto de 
Conservación de la Biodiversidad por Comunidades e Indígenas de los 
estados de Oaxaca, Michoacán y Guerrero, México (Coinbio), recopi-
lada por Ariel Arias Toledo, del Instituto de Geografía de la unam.
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do el 10 de diciembre de 2000. En el caso contrario 
se encuentran, por ejemplo, los decretos para Otoch 
Ma’ax Yetel Kooh y Ciénegas de Lerma, expedidos en 
el año 2002.

Por lo que hace a la regulación estatal de las anp, es 
importante destacar que a partir de las reformas de la 
lgeepa en 1996, la mayoría de las legislaturas locales 
procedieron a realizar las adecuaciones correspondien­
tes en el marco jurídico ambiental de su competencia. Si 
bien en muchos casos las reformas fueron exitosas, en 
algunos otros no fue así. Tal es el caso de Chiapas, Coli­
ma, Guanajuato, Guerrero, Michoacán y Querétaro, don­
de no solo se rebasan las competencias de los gobiernos 
de los estados previstas en la Ley General, sino que ade­
más no le otorgan competencias a los municipios en la 
materia, bien porque los acotan para proponer u opinar 
en relación con la creación de anp, o porque, en el caso 
de las zonas de preservación ecológica de los centros de 
población, siguen reguladas y administradas por los go­
biernos de los estados o, finalmente, porque la autonomía 
de los municipios se ve afectada en tanto que para decla­
rar una zona como anp requieren una autorización o va­
lidación por parte de los gobiernos locales o de los con­
gresos de los estados.

Por lo que hace a las categorías de anp, en general las 
legislaturas locales respetan las previstas en la lgeepa, 
aunque se presentan casos extremos como el de la Ley 
Ambiental del Estado de Durango, donde se establecen 
categorías iguales a las de la Ley General, lo cual genera 
confusión por las características que cada una de estas 
debe tener.

En relación con la declaratoria y programa de manejo 
de las anp, los estados que ya han actualizado su legisla­
ción adecuaron su contenido al señalado en la lgeepa. 
Sin embargo, las leyes de Campeche, Guerrero, Morelos, 
Nuevo León, Quintana Roo, Tabasco, Tamaulipas, Tlaxca­
la, Veracruz, Yucatán y Zacatecas, o bien no prevén todos 
los requisitos o solo se establecen para la declaratoria y no 
existe mención expresa para los programas de manejo.

6.15  Necesidad de un sistema  
de indicadores ambientales

Las estrategias de aplicación de la ley se han 
fortalecido con procedimientos claros y bien 
fundamentados; sin embargo, entre los temas 
pendientes está el que no se han desarrollado  

los sistemas de indicadores que permitan evaluar  
el impacto real de la aplicación de la ley en las 
prácticas sociales que afectan negativamente  
a la biodiversidad.

A partir de 1992, cuando se crearon el Instituto Nacional 
de Ecología (ine) y la Profepa como órganos desconcen­
trados de la Secretaría de Desarrollo Social (Sedesol), las 
funciones normativas ambientales y las de aplicación de 
la ley se separaron para ser ejercidas por cada una de esas 
dos unidades administrativas. Desde ese momento, las 
actividades de inspección y vigilancia del cumplimiento 
de la legislación ambiental que, de acuerdo con su facul­
tad coactiva, llevaba a cabo el Estado mexicano, se incre­
mentaron en forma considerable pero solo respecto de 
las actividades que generan contaminación al ambiente 
(sector industrial).

En el mes de diciembre de 1994 dichas entidades se 
integraron a la Semarnap y, con ello, el ámbito de actua­
ción de la Profepa amplió su competencia en la aplicación 
de la ley hacia el aprovechamiento, conservación y pro­
tección de los recursos naturales (vida silvestre y recur­
sos forestales, marinos y pesqueros).

El ejercicio de tales atribuciones en cada una de las 
distintas materias que conforman el “paquete verde”, re­
presentó para la Profepa un gran reto, no solo porque en 
algunos casos la falta de capacidad técnica y la insufi­
ciencia de recursos (materiales, humanos y financieros) 
se convirtieron también en un obstáculo que era nece­
sario vencer, sino porque además este tipo de procedi­
mientos (de inspección y vigilancia) se encontraban re­
gulados de manera dispersa e insuficiente en las distintas 
leyes sectoriales.

La entrada en vigor de la Ley Federal de Procedimiento 
Administrativo en 1995 constituyó un avance importan­
te para lograr la uniformidad de los actos administrativos 
realizados por las diferentes dependencias del Ejecutivo 
Federal. Sin embargo, era conveniente reformar cada una 
de las leyes administrativas que normaban esa actuación. 
El primer paso para lograr esa uniformidad en los proce­
dimientos ejercidos por la Profepa lo encontramos, de nue­
va cuenta, en las modificaciones a la lgeepa en el año de 
1996 en las que, por tratarse de una reforma integral, este 
aspecto no podía pasarse por alto. Así, la iniciativa pre­
sentada para sustentar las reformas de referencia, señaló 
que “con el propósito de perfeccionar los procedimientos 
de aplicación de Ley por parte de las autoridades am­
bientales, la iniciativa contempla los siguientes aspectos:
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•	 Se establece que tanto la Ley Federal de Procedimiento 
Administrativo, como la Ley Federal sobre Metrología 
y Normalización son supletorias de la lgeepa, y que 
esta última tendrá el mismo carácter respecto de orde­
namientos referidos a materias en ella contenidas, re­
guladas por leyes especiales.

•	 Se prevé la clausura como medida de seguridad en ma­
teria de recursos naturales.

•	 Se incorpora el aseguramiento de bienes y la neutrali­
zación o cualquier acción análoga que impida un inade­
cuado manejo de residuos peligrosos, cuando se afecte 
o pueda afectarse gravemente el equilibrio ecológico y 
la salud pública.

•	 Asimismo, se establecen supuestos mediante los cua­
les la autoridad podrá disminuir o condonar las multas 
impuestas a los infractores cuando estos cumplan en 
los plazos previstos por la autoridad con las medidas 
correctivas para subsanar las irregularidades detecta­
das, o cuando garanticen que el monto de la multa será 
aplicado en acciones tendientes a prevenir la contami­
nación ambiental o proteger los recursos naturales, se­
gún sea el caso.

•	 Se prevé que las multas cobradas por infracciones a la 
normatividad ambiental serán destinadas a reforzar 
los programas de inspección y vigilancia de dicha nor­
matividad”.

Esas disposiciones otorgaron mayor seguridad jurídica 
a los inspeccionados, permitiendo el respeto a las garan­
tías de legalidad y audiencia en todos los procedimientos 
de verificación del cumplimiento de la ley ambiental. 

Además de esas reformas, en el año 2001 se incorpo­
raron nuevas modificaciones a la lgeepa que permiten 
formas alternativas para terminar los procedimientos de 
inspección que lleva a cabo la Profepa, como los conve­
nios administrativos que han permitido, especialmente 
en materia de recursos naturales, la compensación o res­
tauración de los daños ambientales generados.

Sin embargo, si bien es cierto que en la mayoría de los 
procedimientos administrativos iniciados por la Profepa 
en materia de recursos naturales (forestal, vida silvestre, 
evaluación de impacto ambiental, áreas naturales prote­
gidas, zona federal marítimo terrestre) esas disposicio­
nes sí resultaron aplicables, en el caso de la pesca no fue 
así, porque la propia Ley de Pesca (Segob 2001), publica­
da en 1992, no establecía relación alguna (ni, por tanto, 
supletoriedad) con la lgeepa, lo que limitó de manera 
importante la uniformidad de estos actos y el beneficio 
que estas adecuaciones otorgaron a los particulares.

Para los casos de aprovechamiento, conservación y 
protección de flora y fauna silvestre, la Ley General de 
Vida Silvestre, expedida en el año 2000, incorporó dispo­
siciones específicas que ayudaron a complementar las 
previstas en la lgeepa, apoyando las actuaciones de la 
Profepa en esta materia. Como ejemplos de esto pode­
mos citar la figura de flagrancia administrativa (que im­
plica la posibilidad de iniciar procedimientos sin el requi­
sito de una orden de inspección), así como la calidad de 
depositario que puede atribuirse a los presuntos infrac­
tores, lo que implica actualmente una responsabilidad 
importante.

El aspecto forestal, tema en el que durante el periodo 
1995-2005 la legislación ha tenido dos reformas impor­
tantes (en 1997 a la Ley Forestal y en 2003 la expedición 
de la Ley General de Desarrollo Forestal Sustentable), se 
ha mantenido con disposiciones muy claras en materia 
de procedimiento administrativo y un criterio cerrado 
para imponer sanciones, incorporando la posibilidad de 
que la Profepa disponga (mediante la venta) de los bienes 
asegurados (productos forestales maderables, no made­
rables y diversos instrumentos) durante la substanciación 
del procedimiento y, si al momento de emitir la resolu­
ción, se demuestra la legal procedencia de estos produc­
tos, se puede proceder a la entrega del monto obtenido 
por la venta al propietario.

No debemos dejar de mencionar que la inspección y la 
vigilancia del cumplimiento de la legislación ambiental 
que lleva a cabo la Profepa no se podrían realizar en su 
totalidad si en algunos casos no fueran reforzadas por 
personal de otras dependencias, como la Secretaría de la 
Defensa Nacional, la Secretaría de Marina, la Procuradu­
ría General de la República y la Secretaría de Seguridad 
Pública, entre otras.

En la práctica, la actuación de la Profepa en materia de 
inspección y vigilancia se ha visto reflejada, en la mayoría 
de los casos, mediante estadísticas que demuestran fría­
mente el número de actividades realizadas, los asegura­
mientos y decomisos que se derivaron de las mismas, así 
como las sanciones que se impusieron por infracciones a 
la legislación en materia de recursos naturales, precisan­
do en algunos casos que aparentemente han ido en au­
mento, lo que permite evaluar los resultados reales de la 
ejecución de estas acciones, y que redunden en un bene­
ficio para la protección de los recursos naturales.

Consideramos que el esfuerzo realizado por la Profepa 
para proteger los recursos naturales ha sido muy impor­
tante y, además, las modificaciones al marco jurídico que 
da sustento a estas actuaciones ha mejorado de manera 
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considerable atendiendo, por un lado, a las necesidades 
de la autoridad y, por otro, otorgando protección y respe­
to a las garantías individuales de legalidad, seguridad ju­
rídica y audiencia a los particulares en los actos adminis­
trativos de inspección y vigilancia.

Finalmente, es importante mencionar que aun cuando 
en las recientes reformas a la Ley de Aguas Nacionales, 
en abril de 2004, se incorpora un artículo (14 bis 4) que 
otorga competencias a la Profepa en materia de aguas, lo 
cierto es que esa disposición de ninguna manera estable­
ce claramente las atribuciones que le corresponden en 
cuanto a inspección y vigilancia, ya que estas aparente­
mente continúan siendo exclusivamente facultad de la 
Comisión Nacional del Agua.

6.16  Reflexiones finales

En la última década se llevó a cabo una importante acti­
vidad legislativa que ha ido incorporando principios in­
tegradores para el uso sustentable de la biodiversidad, y 
son pocos los temas que aún no se han cubierto. Entre 
estos destaca el medio marino, cuya regulación sigue sien­
do débil y fragmentada.

Sin embargo, el aspecto más importante de la activi­
dad legislativa de los años recientes no radica tanto en los 
contenidos de los ordenamientos como en las condicio­
nes de la producción normativa. Mientras las cámaras 
legislativas estuvieron dominadas por el mismo partido 
político del Poder Ejecutivo, era en el seno de este último 
donde se gestaban los textos legislativos y se discutía su 
coherencia con las orientaciones de política pública. El 
debate parlamentario funcionaba más como una “caja de 
resonancia” que como una verdadera fuente de produc­
ción normativa. Desde 1997 la integración del Poder Le­
gislativo se ha modificado radicalmente. Lo que desde el 
punto de vista del desarrollo de la democracia en México 
es una buena noticia, constituye un reto importante para 
el trabajo legislativo, ya que es factible que se aprueben 
iniciativas como parte de arreglos estrictamente políti­
cos, sin que necesariamente respondan a un programa 
legislativo que siga orientaciones claras. Hoy día, el ré­
gimen de la biodiversidad depende de diversas fuerzas 
políticas que no solo deberán asegurarse de que las ini­
ciativas tengan la viabilidad política necesaria para ser 
aprobadas, sino que tendrán que asumir con seriedad el 
reto de garantizar la coherencia técnico-jurídica y pro­
gramática de su propia actividad y garantizar su aplica­
ción efectiva.

En lo relativo a la aplicación de la ley, a partir de 1995 
la Profepa amplió su competencia al campo de los recur­
sos naturales (vida silvestre y recursos forestales, mari­
nos y pesqueros) y sus acciones se vieron fortalecidas con 
la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, la lgvs 
y las reformas a la lgeepa (en 1996 y en 2001). Un indi­
cador indirecto del éxito de esos desarrollos normativos 
está en el hecho de que los amparos y otros recursos ju­
rídicos no han representado un obstáculo para el ejerci­
cio de las atribuciones de la Profepa, como ha ocurrido 
en muchos otros sectores de la administración pública.

Ahora bien, la pregunta más relevante que debe susci­
tar el análisis jurídico es si los cambios introducidos al 
marco normativo han tenido algún efecto en los proce­
sos de deterioro que afectan a la biodiversidad. En otras 
palabras, es preciso saber si (o en qué medida) se han 
alcanzado los objetivos que animaron las reformas. Por 
desgracia, hoy día no existen elementos suficientes para 
responder satisfactoriamente esa pregunta. De entrada, 
un panorama negativo puede resultar verosímil: a pesar 
de algunas experiencias exitosas en áreas naturales pro­
tegidas, en unidades de manejo de vida silvestre y en ma­
nejo comunitario de recursos forestales, entre otras, las 
tendencias generales de deterioro de la biodiversidad no 
se han modificado sustancialmente, por lo que sería fácil 
concluir que los objetivos del marco normativo no se han 
cumplido.

Sin embargo, una respuesta tan genérica resulta insu­
ficiente cuando se trata de hacer una evaluación infor­
mada del marco jurídico y de la gestión de la biodiversi­
dad en su conjunto. Esa tarea no es posible sin un buen 
sistema de indicadores, cuyo desarrollo se convierte en 
un reto para el futuro inmediato.

La creciente preocupación por la efectiva vigencia del 
Estado de derecho en el plano internacional ha dado lu­
gar al reconocimiento de que sin indicadores cuantitati­
vos expresamente diseñados para el efecto, es imposible 
ponderar los avances o retrocesos en materia de políticas 
públicas, corrupción, desempeño de la administración 
pública y de los poderes judiciales, etcétera.13 Este movi­
miento apenas se ha iniciado en el campo ambiental, por 
medio de iniciativas como inece (International Network 
for Environmental Compliance and Enforcement), pero 

13 Véase, por ejemplo, <www.govindicators.gov>. Es interesante ob-
servar, en el material reunido en esa página, que el entusiasmo ini-
cial por los indicadores (a principios de la presente década) ha dado 
lugar a posturas mucho más cautelosas, en virtud de los problemas 
metodológicos que se han enfrentado para producir indicadores con-
vincentes.
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hasta ahora se ha concentrado en indicadores para los 
procesos urbanos e industriales, sin que haya avances re­
levantes para el campo de la biodiversidad. 

El caso de México es un buen ejemplo de dicha ten­
dencia. En la segunda mitad de los años noventa se dise­
ñó y se puso en práctica un sistema de indicadores de 
cumplimiento ambiental (los llamados icna), pero estos 
solo consignaban información sobre instalaciones indus­
triales (Azuela en prensa). Otras iniciativas de esa misma 
época para fomentar la investigación social en materia de 
cumplimiento de la ley ambiental14 o para definir y estu­
diar zonas críticas en materia de deforestación (Profepa 
1999) han sido abandonadas.

Para dar una idea de la complejidad de la tarea, baste 
señalar que ni siquiera los esfuerzos realizados desde hace 
décadas para medir las tasas de deforestación han arro­
jado indicadores enteramente satisfactorios. Y es en rela­
ción con esos mismos indicadores como habrán de inter­
pretarse los que se construyan para medir el cumplimiento 
de las normas jurídicas. Por ello, es urgente el diseño y la 
aplicación de un sistema de indicadores que permita eva­
luar lo que han significado en la práctica las múltiples 
reformas al marco jurídico.
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